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RESUMEN PALABRAS CLAVE
En lo que concierne al ámbito internacional del Derecho a la Seguridad 
Social se abordarán aquí dos ámbitos normativos en particular: el Derecho 
Internacional de la Seguridad Social y el Derecho Comunitario sobre Seguridad 
Social. Dado que, con arreglo a la normativa comunitaria, los nacionales de 
los Estados miembros de la UE gozan de igual protección que los nacionales 
de España, resulta preciso el análisis de nuestra legislación vigente sobre 
Seguridad Social, en aplicación del principio de igualdad de trato que opera 
en esta materia en el Derecho comunitario, centrándonos en el que resulta 
aplicable a las Sociedades Cooperativas, que cabe calificar como entidades 
de economía social en lo que concierne a la prestación por cese de actividad
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With regard to the international scope of the Right to Social Security, two 
normative fields in particular will be addressed here: International Social 
Security Law and Community Law on Social Security. Given that, according 
to Community regulations, nationals of EU Member States enjoy equal 
protection as nationals of Spain, it is necessary to analyze our current 
legislation on Social Security, in application of the principle of equal treatment 
that operates in this matter in Community law, focusing on what is applicable 
to Cooperative Societies, which can be classified as social economy entities 
with regard to the provision for cessation of activity.
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I. REGULACIÓN INTERNACIONAL DE LA SEGURIDAD SOCIAL

A. Planteamiento

En los últimos años se ha producido un fenómeno de internacionalización del Dere-
cho de la Seguridad Social, como consecuencia del elevado número de miembros de 
la población no originaria que ha trabajado o trabaja en países en los que resulta de 
aplicación el Derecho Europeo1. La coordinación de los Sistemas de Seguridad Social 
–que tiene carácter instrumental– facilita la libre circulación de personas en la Unión. 
En 2010 se llevó a cabo una reforma fundamental de la legislación en este ámbito, 

1. Véase nota de prensa del Instituto Nacional de Estadística, de fecha 18 de marzo de 2021 en la que se informa 
que “El número de personas con nacionalidad española que residen en el extranjero alcanzó los 2.654.723 a 1 de 
enero de 2021, según los datos del Padrón de Españoles Residentes en el Extranjero (PERE)”, [Disponible en: https://
www.ine.es/prensa/pere_2021.pdf] [Fecha de consulta: 20 de octubre de 2021].e-
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que se completó con la adopción de otros actos legislativos que han mejorado la pro-
tección de los derechos de los trabajadores móviles.

En 2016, la Comisión Europea incluyó en su paquete de medidas sobre movilidad la-
boral, varias propuestas para seguir reformando el sistema y adaptarlo a las realidades 
económicas y sociales actuales de la Unión. Este proceso tiene su origen en los mismos 
factores que han auspiciado la expansión internacional del Derecho del Trabajo2, sien-
do éstos, en opinión de algún autor, los siguientes: la acción internacional para elevar 
las condiciones de trabajo y la incorporación de principios laborales –y de seguridad 
social– a los grandes pactos internacionales de derechos humanos, el desarrollo del 
derecho emigratorio, y los intentos de regulación internacional de los problemas espe-
ciales laborales –y de seguridad social– suscitados por las empresas multinacionales3.

La creación de un Derecho internacional de la Seguridad Social se inspira en dos 
propósitos fundamentales: de un lado, fijar unas reglas mínimas para la protección a 
cargo de la Seguridad Social que han de observar las legislaciones nacionales; de otro, 
garantizar la protección de aquellos trabajadores que se desplacen por los territorios 
de los distintos Estados4.

En este primer apartado se abordarán dos aspectos normativos en particular, am-
bos concernientes a la Seguridad Social: en primer lugar, el Derecho Internacional; y, 
en segundo lugar, el Derecho Comunitario.

B. Derecho Internacional de la Seguridad Social

Se comprenden en este apartado I dos grupos de normas: por una parte, las emana-
das de las Organizaciones Internacionales5 (en adelante OOII), entre ellas los Acuerdos, 
Convenios y Tratados Internacionales, que consagran un derecho a la seguridad social, 
reconocido en unos casos con carácter universal (así en el supuesto de las Naciones 
Unidas6 y de la Organización Internacional del Trabajo) y limitado en otros a un ámbito 

2. El Tribunal de Justicia de la Unión Europea, con sede en Luxemburgo, tiene como función principal garantizar 
el respeto del Derecho Comunitario en la interpretación y aplicación de los Tratados y restantes normas que lo in-
tegran, entre ellas las que forma parte del Derecho Social Europeo. Por todas, STJUE, de fecha 12 de diciembre de 
2019, asunto C-450/18S, en cuyo párrafo vigesimoquinto, afirma que: “[…] el Tribunal de Justicia tiene la misión de 
interpretar cuantas disposiciones del Derecho de la Unión sean necesarias para que los órganos jurisdiccionales 
nacionales puedan resolver los litigios que se les hayan sometido, aun cuando tales disposiciones no se mencionen 
expresamente en las cuestiones remitidas por dichos órganos jurisdiccionales (sentencias de 26 de junio de 2008, 
Wiedemann y Funk, C-329/06 y C-343/06, EU:C:2008:366, apartado 45, y de 8 de mayo de 2019, PI, asunto: C-230/18, 
apartado 42)”.

3. Alonso-Olea García, B.: “El derecho a la Seguridad Social y a los servicios sociales del extranjero. A propósito del 
artículo 14 de la LO 4/2000, de 11 de enero”, Revista Española de Derecho del Trabajo, núm. 110, 2002, pp. 195-208.

4. Van Raepenbusch, S.: La seguridad social de los trabajadores migrantes en el Derecho Europeo, Ministerio de Tra-
bajo y Seguridad Social, Madrid, 1992.

5. Gutiérrez Espada, C. y Cervell Hortal, M. J.: Introducción al sistema jurídico internacional y de la unión europea, 
Diego Marín, Murcia, 2014, p. 17.

6. Véase Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, hecho en Nueva York el 19 de di-
ciembre de 1966. Ratificación por España en fecha 30 de abril de 1977 (BOE núm. 103).

Según el artículo 9 “Los Estados Partes en el presente Pacto reconocen el derecho de toda persona a la seguridad 
social, incluso al seguro social”.e-
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regional (como por ejemplo el Consejo de Europa); y por otra parte, los convenios mul-
tilaterales y bilaterales suscritos por el Reino de España en materia de seguridad social7.

1. Organizaciones Internacionales

En lo que concierne a las OOII, generalmente no se limitan a un mero reconocimien-
to del derecho a la Seguridad Social, sino que, además, persiguen una aproximación 
de las políticas sociales de los Estados firmantes. A tal fin se fijan unos contenidos 
mínimos de Seguridad Social que los Estados han de comprometerse a incluir en sus 
respectivas legislaciones nacionales. En buena parte de estas normas, se configura un 
modelo en el que se distingue entre una Seguridad Social de base profesional para 
los trabajadores, y otra de base universal para todas las personas.

Entre las OOII de especial importancia en este ámbito destacan las Naciones Uni-
das (en adelante, UN), la Organización Internacional del Trabajo (en adelante, OIT) y 
el Consejo de Europa.

Por lo que se refiere a las Naciones Unidas, el derecho a la Seguridad Social se 
proclama en la Declaración Universal de Derechos Humanos8, aprobada por la Asam-
blea General de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. Concretamente en su 
artículo 22 se dispone que “toda persona, como miembro de la sociedad, tiene dere-
cho a la Seguridad Social” y en su artículo 25 añade que toda persona tiene derecho 
a la “asistencia médica y los servicios sociales necesarios […], a los seguros en caso de 
desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otros casos de pérdida de sus medios de 
subsistencia por circunstancias independientes de su voluntad”, garantizando asimis-
mo el “derecho a cuidados y asistencia especiales” en caso de maternidad.

Igualmente, el Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales9 
de 19 de diciembre de 1966, reconoce también expresamente los derechos de toda 
persona “a la Seguridad Social, incluso al seguro social” (art. 9) y “al disfrute del más 
alto nivel posible de salud física y mental” (art. 12), preocupándose expresamente de 
la maternidad al declarar que se ha de conceder “especial protección a las madres 
durante un período razonable antes y después del parto” (art. 10.2), preceptos todos 
ellos incluidos en su Parte III.

La OIT10 ha promovido la celebración de numerosos tratados y acuerdos interna-
cionales. Entre ellos, el más importante a reseñar es el Convenio núm. 10211 sobre 

7. Alonso-Olea García, B.: Derecho de los servicios públicos sociales, Cívitas, Pamplona, 2012.
8. Suscrita por el Estado español a través de Instrumento de Ratificación del Convenio para la Protección de los 

Derechos Humanos y de las Libertades Fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, y enmendado 
por los Protocolos adicionales números 3 y 5, de 6 de mayo de 1963 y 20 de enero de 1966, respectivamente, BOE 
núm. 243, de 10 de octubre de 1979.

9. Instrumento de Ratificación de España del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, 
hecho en Nueva York el 19 de diciembre de 1966 (BOE núm. 103, de 30 de abril de 1977).

10. Instrumento de Ratificación del Convenio número 155 de la Organización Internacional del Trabajo sobre Se-
guridad y Salud de los Trabajadores y Medio Ambiente de Trabajo, adoptado en Ginebra el 22 de junio de 1981 (BOE 
núm. 270, de 11 de noviembre de 1985).

11. Instrumento de ratificación del Convenio número 102 relativo a la Norma mínima de la Seguridad Social, e-
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norma mínima de Seguridad Social, de 28 de junio de 1952, que especifica las con-
tingencias y situaciones que, como mínimo, han de garantizarse a los asalariados, es 
decir, a los trabajadores por cuenta ajena, refiriéndose pues a la Seguridad Social de 
base profesional; y a los residentes, cuyos recursos durante la contingencia no exce-
dan de los límites prescritos, es decir, a todas las personas que residan legalmente 
en el Estado firmante, haciendo alusión a la Seguridad Social de base universal. Las 
contingencias y situaciones protegidas por este Convenio son estas: asistencia sani-
taria, enfermedad, desempleo, vejez, accidente de trabajo y enfermedad profesional, 
cargas familiares, maternidad, invalidez, y muerte y supervivencia.

El Convenio antes citado, pese a ser el de mayor importancia, por establecer 
unos mínimos esenciales de carácter general, no es el único celebrado en materia 
de Seguridad Social. Por el contrario, convive con una pluralidad de convenios sobre 
Seguridad Social, si bien limitados a contingencias y supuestos particulares, de gran 
trascendencia. Entre ellos se han de mencionar el Convenio núm. 2 sobre desem-
pleo12; los Convenios núms. 313 y 10314 sobre protección de la maternidad; el Con-
venio núm. 1715 sobre indemnización por accidentes de trabajo; el Convenio núm. 
1816 sobre enfermedades profesionales; el Convenio núm. 4817 sobre conservación 
de los derechos de pensión de los emigrantes; el Convenio núm. 9718 sobre traba-
jadores migrantes; el Convenio núm. 15719 sobre conservación de los derechos en 
materia de Seguridad Social y el Convenio núm. 16420 sobre protección de la salud y 
asistencia médica.

adoptado en Ginebra el 28 de junio de 1952 (BOE núm. 240, de 6 de octubre de 1988), –aceptado las partes II-IV y VI–. 
Resulta preciso destacar que, sin embargo, España no ha ratificado el Convenio sobre la igualdad de trato (seguridad 
social), 1962 (núm. 118), de fecha de entrada en vigor: 25 abril 1964.

12. Convenio de la OIT núm. 2, aprobado en la primera Conferencia de Washington el 29 de octubre de 1919. 
Paro forzoso. Ratificado por Ley de 13 de febrero de 1922 (Gaceta núm. 196, de 15 de julio).

13. Convenio núm. 3 de la OIT, aprobado en la primera Conferencia de Washington de 29 de octubre de 1919. 
Empleo de las mujeres antes y después del parto. Ratificado por Ley de 13 de julio de 1922 (Gaceta núm. 196, de 15 
de julio). El texto del Convenio ha sido objeto de revisión por el Convenio núm. 103 (1952). No hay denuncia expresa 
del mismo.

14. Convenio núm. 103 de la OIT, de 4 de junio de 1952. Protección de la maternidad. Instrumento de ratificación 
de 26 de mayo de 1966 (BOE núm. 208, de 31 de agosto de 1966).

15. Convenio núm. 17 de la OIT, aprobado en la Conferencia de Ginebra de 19 de mayo de 1925. Indemnización 
por accidentes de trabajo. Ratificado por Decreto-ley de 24 de mayo de 1928 (Gaceta núm. 147, de 26 de mayo). Este 
Convenio fue objeto de revisión por el Convenio núm. 121, no ratificado hasta la fecha, por España.

16. Convenio núm. 18 de la OIT, aprobado en la conferencia de Ginebra de 19 de mayo de 1925, Indemnización 
por enfermedades profesionales, Ratificado por Ley de 8 de abril de 1932 (Gaceta núm. 105, de 14 de abril). Este 
Convenio fue revisado por el Convenio núm. 42 (1934). No hay denuncia expresa del mismo.

17. Convenio núm. 48 de la OIT, aprobado en la Conferencia de Ginebra de 4 de junio de 1935, –de los derechos 
de pensión de los migrantes– restablecimiento de un régimen internacional de conservación de derechos en los se-
guros de invalidez, vejez y muerte. Ratificado por Ley de 2 de junio de 1936 (Gaceta núm. 156, de 4 de junio).

18. Convenio núm. 97 de la OIT, de 8 de junio de 1949. Trabajadores migrantes. Instrumento de ratificación de 23 
de febrero de 1967 (BOE núm. 135, de 7 de junio de 1967).

19. Convenio núm. 157 de la OIT, de 21 de junio de 1982. Establecimiento de un sistema internacional para la 
conservación de los derechos en materia de Seguridad Social. Instrumento de ratificación de 26 de julio de 1985 
(BOE núm. 271, de 12 de noviembre de 1985).

20. Convenio núm. 164 de la OIT, de 8 de octubre de 1987. Protección de la salud y la asistencia médica de la gen-
te de mar. Instrumento de ratificación de 26 de febrero de 1990 (BOE núm. 18, de 21 de enero de 1991; corrección 
de erratas en BOE núm. 52, de 1 de marzo de 1991).e-
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En el ámbito del Consejo de Europa, adquiere especial relevancia la Carta Social 
Europea21 de 18 de octubre de 1961. En su Parte I se reconocen una serie de dere-
chos, a saber, a las trabajadoras, en caso de maternidad, “una protección especial 
en su trabajo” y a las madres “una adecuada protección social y económica”; a toda 
persona, el derecho “a beneficiarse de cuantas medidas le permitan gozar del mejor 
estado de salud que pueda alcanzar”, así como “a beneficiarse de servicios de bienes-
tar social”; y, si carece de recursos suficientes, “a la asistencia social y médica”; a todos 
los trabajadores y a las personas que tengan a su cargo, el derecho “a la seguridad 
social”; a los inválidos, por último, el derecho “a la formación profesional y a la readap-
tación profesional y social, sea cual fuere el origen y naturaleza de su invalidez”.

En su Parte II (arts. 8-17), la Carta Social Europea determina el contenido de los 
derechos citados con anterioridad. El derecho a la Seguridad Social se establece en 
su artículo 12, al determinar que los Estados contratantes han de comprometerse a 
establecer y mantener un régimen de Seguridad Social que ha de ser, por lo menos, 
equivalente al exigido para la ratificación del Convenio núm. 102 OIT sobre norma mí-
nima, así como a esforzarse por elevar progresivamente el nivel de este régimen. Es-
tablece, asimismo, que los Estados contratantes han de adoptar, mediante los opor-
tunos acuerdos bilaterales y multilaterales, medidas que garanticen los principios de 
igualdad y de adquisición y mantenimiento de derechos.

De igual modo, hemos de mencionar el Convenio Europeo sobre el Estatuto Jurídi-
co del Trabajador Migrante22; el Convenio Europeo de Asistencia Social y Médica y su 
Protocolo Adicional23; el Convenio Europeo de Seguridad Social y el Acuerdo comple-
mentario para su aplicación24; y el Código Europeo de la Seguridad Social25.

2. Convenios internacionales multilaterales y bilaterales

Junto a los Convenios en materia de Seguridad Social promovidos por las OOII antes 
referidas, coexisten toda una serie de Convenios internacionales sobre Seguridad 
Social, tanto multilaterales como bilaterales. Los fines que persiguen tales convenios 
son muy diferentes: coordinar los Sistemas de Seguridad Social de los distintos Es-
tados; solucionar los conflictos que surgen en la aplicación de las respectivas legis-
laciones nacionales sobre Seguridad Social; o garantizar al trabajador emigrante su 
derecho a la Seguridad Social.

21. Instrumento de Ratificación de 29 de abril de 1980, de la Carta Social Europea, hecha en Turín de 18 de octu-
bre de 1961 (BOE núm. 153, de 26 de julio de 1980).

22. Instrumento de Ratificación, de 29 de abril de 1980, del Convenio Europeo relativo al Estatuto Jurídico del 
Trabajador Migrante, hecho en Estrasburgo el 24 de noviembre de 1977 (BOE núm. 145, de 18 de junio de 1983).

23. Instrumento de ratificación de 29 de noviembre de 1982 del Convenio Europeo de Asistencia Social y Médica y 
Protocolo Adicional al mismo, hechos en París el 11 de diciembre de 1953 (BOE núm. 41, de 17 de febrero de 1984).

24. Instrumento de Ratificación del Acuerdo Europeo de Seguridad Social y el Acuerdo Complementario para la 
aplicación del mismo, hecho en París el 14 de diciembre de 1972 (BOE núm. 271, de 12 de noviembre de 1986).

25. Instrumento de ratificación del Código Europeo de la Seguridad Social, hecho en Estrasburgo el 16 de abril de 
1964 (BOE núm. 65, de 17 de marzo de 1995).e-
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Algunos autores26 han extraído los principios esenciales que suelen inspirarlos. 
Así, el principio de territorialidad, por cuya virtud se aplican las normas nacionales del 
Estado en el que se presten, o se hayan prestado, los servicios; el principio de igual-
dad27, con arreglo al cual las normas se aplican a la persona extranjera en las mismas 
condiciones que a la nacional; el principio de reciprocidad, por el que se conceden 
los beneficios de seguridad social a la persona extranjera, siempre que el país del 
que es nacional los conceda al nacional del país cuya legislación se trata de aplicar; y 
finalmente, el principio de adquisición y mantenimiento de derechos, por medio del 
cual cada Estado tiene en cuenta los servicios prestados en los demás Estados, que 
opera cuando se ha trabajado en varios, conforme al conocido principio de prorrata 
temporal (prorrata temporis), que supone distribuir la carga de las prestaciones entre 
los varios Estados28, en proporción al tiempo trabajado en cada uno de ellos29.

Respecto de España, los convenios internacionales en materia de seguridad social 
que ha celebrado pueden agruparse en dos grandes categorías: convenios multilate-
rales y bilaterales30.

De entre los convenios multilaterales destacan los siguientes: el Convenio entre 
los Gobiernos de España, República Federal de Alemania y República francesa relati-
vo a la extensión de ciertas disposiciones de Seguridad Social; el Convenio entre los 
Gobiernos de España, República francesa y República portuguesa31, relativo a la am-
pliación del beneficio de determinadas disposiciones de los Convenios de Seguridad 
Social, concertados entre dos de dichos Estados, a los nacionales de un tercer Estado; 
el Convenio Europeo de Seguridad Social; el Convenio sobre relaciones Consulares y, 
en el área geográfica de Hispanoamérica, el Convenio Multilateral Iberoamericano de 
Seguridad Social32.

Y en cuanto a los convenios bilaterales sobre Seguridad Social33 suscritos por el 
Reino de España, cabe mencionar –citados por orden alfabético–, los firmados con 

26. Ojeda Avilés, A.: “La convergencia europea en materia de Seguridad Social: los problemas de un Código inter-
nacional de prestaciones mínimas”, Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, núm. 84, 2009.

27. En primer lugar, ha de recordarse que el principio de igualdad de trato, que forma parte de los principios fun-
damentales del Derecho de la Unión, exige que no se traten de manera diferente situaciones comparables y que no 
se traten de manera idéntica situaciones diferentes, a no ser que dicho trato esté objetivamente justificado (véase, en 
este sentido, la Sentencia TJUE, de fecha 17 de diciembre de 2020, asunto: C-336/19 Centraal Israëlitisch Consistorie 
van België y otros, apartado 85 y jurisprudencia citada).

28. Alonso Olea, M.: Apuntes sobre las leyes de extranjería del año 2000, Cívitas, Pamplona, 2001.
29. Alonso Olea, M.: Introducción al Derecho del Trabajo, Cívitas, Pamplona, 2002.
30. Disponible en: http://www.seg-social.es/wps/portal/wss/internet/InformacionUtil/32078/] [Fecha de consulta: 

28 de octubre de 2021.
31. Convenio de 10 de noviembre de 1982, entre los Gobiernos de España, de la República Francesa y de la Repú-

blica Portuguesa, relativo a la ampliación del beneficio de determinadas disposiciones de los Convenios de Seguridad 
Social, concertados entre dos de dichos Estados, a los nacionales del tercer Estado. hecho en Madrid (BOE núm. 110, 
de 8 de mayo de 1984).

32. Acuerdo de Aplicación del Convenio Multilateral Iberoamericano de Seguridad Social, hecho en Lisboa el 11 
de septiembre de 2009. Aplicación provisional (BOE núm. 7, de 8 de enero de 2011).

33. Tortuero Plaza, J. L.: “Técnicas de Aplicación de los Convenios Bilaterales de Seguridad Social suscritos por 
España con los países de la Comunidad Económica Europea” en: AA.VV.: Lecciones de Derecho del Trabajo en Home-
naje a los Profesores Bayón Chacón y Del Peso y Calvo, Universidad Complutense, Madrid, 1980; pp. 337 y ss.; Pérez 
Pérez, M.: “Convenios Bilaterales sobre Seguridad Social Ratificados por España”, Relaciones Laborales, núm. 85, 
1990, pp. 189 y ss.e-
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Alemania, Andorra, Argentina, Australia, Austria, Bélgica34, Brasil, Bulgaria, Canadá 
(Convenio y Protocolo al Convenio), Chile; Colombia, Ecuador, Eslovaquia, Estados Uni-
dos, Filipinas, Finlandia, Francia, Italia, Japón, Luxemburgo, Marruecos, Méjico, Países 
Bajos, Panamá, Paraguay, Perú, Polonia, Portugal, Reino Unido, República Dominicana, 
Rusia, Suecia, Suiza, Túnez, Ucrania, Uruguay, y Venezuela. Para la aplicación del co-
rrespondiente convenio se firmó también el acuerdo administrativo con el respectivo 
Estado. Estos convenios establecen criterios para el reconocimiento recíproco de los 
beneficios de la seguridad social, con mayor o menor extensión, entre los nacionales 
de los países firmantes.

C. Derecho comunitario sobre Seguridad Social

1. Derecho originario y derecho derivado

En este ámbito conviene distinguir entre el Derecho originario, el cual se identifica con 
los Tratados constitutivos de la UE, y el Derecho derivado, que se refiere a las dispo-
siciones que pueden aprobar las Instituciones Comunitarias de conformidad con lo 
dispuesto en dichos Tratados constitutivos. Dentro de estas disposiciones hay que 
distinguir entre Reglamentos, Directivas, Decisiones, Informes y Recomendaciones, 
siendo jurídicamente vinculantes sólo las tres primeras; las otras dos son potestativas.

Con respecto al Derecho originario, se ha de partir de lo dispuesto en el Tratado 
de Funcionamiento de la Unión Europea (en adelante, TFUE), el cual establece, con 
carácter general, los principios de no discriminación por razón de nacionalidad (artí-
culo 18 TFUE35) y de libre circulación de trabajadores36 (art. 45 TFUE), garantizando, 
en concreto, a los trabajadores y sus derechohabientes: “a) la acumulación de todos 
los períodos tomados en consideración por las distintas legislaciones nacionales para 
adquirir y conservar el derecho a las prestaciones sociales, así como el cálculo de és-
tas; y b) el pago de las prestaciones a las personas que residan en los territorios de 
los Estados miembros” (art. 48 TFUE).

Según la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, la regla de 
igualdad de trato recogida en el artículo 39.2 del Tratado de la Comunidad Europea 
(TCE) –actual artículo 45 TFUE– supone la prohibición de las discriminaciones basadas 
en la nacionalidad, así como de toda forma encubierta de discriminación, de modo tal 

34. Instrumento de ratificación del Convenio sobre Seguridad Social entre España y Bélgica, BOE núm. 114, de 13 
de mayo de 1958. Por todas, la Sentencia del TS 825/2017, estima que no es de aplicación para la protección de los 
derechos pendientes de adquisición, el Acuerdo Provisional Europeo sobre los Regímenes de Seguridad Social y su 
Protocolo (BOE de 21 de marzo de 1984), en tanto que ha sido sustituido como norma más favorable del convenio de 
seguridad social y su acuerdo complementario. STS 825/2017, Sala de lo Social, Sección Primera, núm. de Recurso: 
3006/2015, FJ. 4º, apartado 3.c) y el FJ5.º último párrafo.

35. El primer párrafo del artículo 18 TFUE (antiguo artículo 12 TCE) establece que, “En el ámbito de aplicación de 
los Tratados, y sin perjuicio de las disposiciones particulares previstas en los mismos, se prohibirá toda discrimina-
ción por razón de la nacionalidad”.

36. En aplicación de este artículo se ha aprobado el Reglamento (UE) núm. 492/2011 del Parlamento Europeo 
y del Consejo, de 5 de abril de 2011, relativo a la libre circulación de los trabajadores dentro de la Unión (DOUE, L 
141/1, de fecha 27 de mayo de 2011).e-
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que, aplicando otros criterios de diferenciación, conduzcan de hecho al mismo resul-
tado37. Es por ello que, a menos que esté justificado objetivamente y tal justificación 
sea proporcionada al objetivo perseguido, una disposición de Derecho nacional debe 
considerarse indirectamente discriminatoria cuando, por su propia naturaleza, pueda 
afectar más a los nacionales de otros Estados miembros que a los propios nacionales 
e imponga, por consiguiente, el riesgo de perjudicar más en particular a los primeros.

La Carta Comunitaria de los Derechos Fundamentales de los Trabajadores de 
198938, dispone en su apartado 10 que “con arreglo a las modalidades propias de 
cada país: Todo trabajador de la Comunidad Europea tiene derecho a una protección 
social adecuada y, sea cual fuere su estatuto o la dimensión de la empresa en que 
trabaja, debe beneficiarse de niveles de prestaciones de seguridad social de nivel sufi-
ciente. Las personas que estén excluidas del mercado de trabajo, ya sea por no haber 
podido acceder a él, ya sea por no haber podido reinsertarse en el mismo, y que no 
dispongan de medios de subsistencia, deben poder beneficiarse de prestaciones y de 
recursos suficientes adaptados a su situación personal”.

Por su parte, la Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea –del 
mismo “valor jurídico que los Tratados” (art. 6.1 Tratado de la Unión Europea)– con-
tiene varios preceptos sobre prestaciones de la Seguridad Social, ayuda social y pro-
tección de la salud39. Así, el artículo 34 establece que, “la Unión reconoce y respeta 
el derecho de acceso a las prestaciones de seguridad social y a los servicios sociales 
que garantizan una protección en casos como la maternidad, la enfermedad, los acci-
dentes laborales, la dependencia o la vejez, así como en caso de pérdida de empleo, 
según las modalidades establecidas en el Derecho comunitario y las legislaciones y 
prácticas nacionales”, reconociendo el derecho a las mismas a toda persona que re-
sida y se desplace legalmente dentro de la Unión. El artículo 35 reconoce el derecho 
de toda persona “a la prevención sanitaria y a beneficiarse de la atención sanitaria en 
las condiciones establecidas por las legislaciones y prácticas nacionales”.

En cuanto al Derecho derivado, la regulación de la seguridad social y la protección so-
cial de los trabajadores exige la forma jurídica40 de Reglamento (art. 153.2 TFUE), y al efecto 
se han promulgado las siguientes normas: En primer lugar, el Reglamento 883/2004 del 

37. Por todas, Sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, de fecha 11 de septiembre de 2008, asun-
to C228/07 (Petersen), la cual en su apartado 55 establece como ejemplo el “[…] requisito de residencia al que se 
supedita la concesión de la prestación objeto del litigio principal, que cumplen más fácilmente los trabajadores na-
cionales que los de los demás Estados miembros, puesto que son sobre todo estos últimos quienes, especialmente 
en caso de desempleo o invalidez, tienden a dejar el país de su antiguo empleo para regresar a sus países de origen 
(véanse, en este sentido, las sentencias Paraschi, antes citada, apartado 24, y de 18 de abril de 2002, Duchon, asunto 
C-290/00, Rec. p. I-3567, apartado 38)”. (Ten Holder v Nieuwe Algemene Bedrijfsvereniging), Sala Tercera, 12 de junio 
de 1986, en su apartado 22 establece que la aplicación del Reglamento núm. 1408/71 no puede implicar la pérdi-
da de los derechos adquiridos únicamente al amparo de una legislación nacional; Elsen (asunto C-135/99) y Chuck 
(asunto C-331/06).

38. Aprobada por el Consejo Europeo de Estrasburgo el 9 de diciembre de 1989.
39. Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión Europea (DOUE núm. 202, de 7 de junio de 2016). Véase 

que en su artículo 51 sobre su ámbito de aplicación “La […] Carta no amplía el ámbito de aplicación del Derecho de 
la Unión más allá de las competencias de la Unión, ni crea ninguna competencia o misión nuevas para la Unión, ni 
modifica las competencias y misiones definidas en los Tratados”.

40. Las normas de la UE pueden adoptar formas distintas: Reglamento, Directivas y Decisiones.e-
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Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación de los 
Sistemas de Seguridad Social41, y en aplicación del mismo el Reglamento (CE) 987/2009 
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, por el que se adop-
tan las normas de aplicación del citado Reglamento (883/2004)42, cuya fecha de entrada 
en vigor fue el 1 de mayo de 201043.

En segundo lugar, Reglamento (UE) 1231/2010 del Parlamento Europeo y del Con-
sejo, de 24 de noviembre de 2010 , por el que se amplía la aplicación del Reglamento 
(CE) 883/2004 y el Reglamento (CE) 987/2009 a los nacionales de terceros países que, 
debido únicamente a su nacionalidad, no estén cubiertos por los mismos, siendo 
preciso para su aplicación44 la residencia legal en el territorio de un Estado miembro 
así como el cumplimento de otra serie de requisitos legales, si bien se excluyen de 
su ámbito de aplicación Dinamarca, Reino Unido, Suiza y los Estados integrantes del 
Espacio Económico Europeo.

Procede hacer referencia, en tercer lugar, al Reglamento (UE) 1372/2013 de la Co-
misión, por el que se modifica el Reglamento (CE) 883/2004, conforme a lo dispuesto 
en su considerando quinto. Y cabe citar, por último, el Reglamento (UE) 1368/2014 de 
la Comisión, de 17 de diciembre de 2014, que modifica el Reglamento (CE) 987/200945.

Los Reglamentos Comunitarios se aplican para la coordinación de los Sistemas 
de Seguridad Social de los Estados miembros de la Unión Europea y de los Estados 
Parte del Espacio Económico Europeo (Islandia, Liechtenstein y Noruega) y Suiza, y 

41. Reglamento 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo de 29 de abril de 2004, sobre la coordinación 
de los Sistemas de Seguridad Social (DOUE, núm. 166, de 30 de abril). Habrá de tenerse en cuenta en la aplicación 
del Reglamento, el régimen aplicable a la salida de Gran Bretaña de la UE conforme al Reglamento (UE) 2019/500 del 
Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de marzo de 2019, por el que se establecen medidas de contingencia en 
el ámbito de la coordinación de la seguridad social a raíz de la retirada del Reino Unido de la Unión (Texto pertinente 
a efectos del EEE.); García de Cortázar y Nebreda, C.: “El campo de aplicación del Reglamento 883/2004”. Revista del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, núm. 64, 2006, p. 55.

42. Reglamento (CE) núm. 987/2009 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de septiembre de 2009, por el 
que se adoptan las normas de aplicación del Reglamento (CE) núm. 883/2004, sobre la coordinación de los Sistemas 
de Seguridad Social (DOUE, núm. 284, de 30 de octubre).

43. El Reglamento 883/2004 y su Reglamento de aplicación 987/2009 sustituyen respectivamente a los Regla-
mentos 1408/71 y 574/72.

44. Conforme al artículo 1, el Reglamento (UE) núm. 1231/2010 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 24 de 
noviembre de 2010, será de aplicación a los nacionales de terceros países que, debido únicamente a su nacionalidad, 
no estén aún cubiertos por los mismos, así como a los miembros de sus familias y a sus supervivientes, siempre que 
estén residiendo legalmente en el territorio de un Estado miembro y siempre que su situación no esté circunscrita, 
en todos sus aspectos, al interior de un solo Estado miembro.

45. Los Reglamentos Comunitarios (CE) núm. 883/04 y núm. 987/09 se aplican para la coordinación de los Siste-
mas de Seguridad Social de los Estados miembros de la Unión Europea –Alemania, Austria, Bélgica, Bulgaria, Repú-
blica Checa, Chipre, Croacia (desde 01 de julio de 2013), Dinamarca, Eslovaquia, Eslovenia, España, Estonia, Finlandia, 
Francia, Grecia, Hungría, Irlanda, Italia, Letonia, Lituania, Luxemburgo, Malta, Países Bajos, Polonia, Portugal, Rumanía 
y Suecia– desde el 1 de mayo de 2010. Los mencionados Reglamentos serán de aplicación a las relaciones con Suiza 
desde el 1 de abril de 2012, y en las relaciones con los Estados pertenecientes al Espacio Económico Europeo –Islan-
dia, Liechtenstein y Noruega–, a partir del 1 de junio de 2012.

En virtud del Acuerdo sobre la retirada del Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte –que dejó de per-
tenecer a la UE el 1 de febrero de 2020– de la Unión Europea y de la Comunidad Europea de la Energía Atómica, a 
partir de 01 de enero de 2021 las situaciones que se produzcan entre uno o varios Estados miembro de la UE y Reino 
Unido será provisionalmente, de aplicación el protocolo sobre coordinación de seguridad social del Acuerdo sobre 
Comercio y Cooperación entre la Unión Europea y la Comunidad Europea de la energía atómica, por una parte, y 
el Reino Unido de Gran Bretaña e Irlanda del Norte, por otra, pendiente de ratificación por el Parlamento Europeo.e-
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persiguen garantizar “la libre circulación de personas y deben contribuir a mejorar 
el nivel de vida y las condiciones de empleo de éstas”46. Los Estados miembros han 
concluido entre sí diferentes convenios bilaterales sobre Seguridad Social, los cuales, 
tras la publicación de los Reglamentos citados, han sido sustituidos por aquellos, lo 
que no impide que algunas disposiciones de estos convenios continúen siendo de 
aplicación respecto de personas, incluidas en su campo de aplicación personal, de 
nacionalidades diferentes a las de los Estados firmantes, es decir, de terceros países 
no pertenecientes a la UE.

2.  Especial consideración del Reglamento (CE) 883/2004 del Parlamento Europeo y del 
Consejo

a) Principios que inspiran la norma comunitaria

El Reglamento (CE) 883/2004 se articula en base a unos determinados principios, sin 
perjuicio de aquellos supuestos en los que, conforme al propio Reglamento, tales 
principios no resulten de aplicación. En primer lugar, el principio de igualdad de trato 
recogido en el artículo 4: “Las personas a las cuales sean aplicables las disposiciones 
del presente Reglamento podrán acogerse a los beneficios y estarán sujetas a las obli-
gaciones de la legislación de todo Estado miembro en las mismas condiciones que los 
nacionales de dicho Estado”.

En segundo lugar, el artículo 5 establece el principio de asimilación de prestaciones, 
ingresos, hechos o acontecimientos. Este principio conlleva diferentes consecuencias. 
De una parte, las disposiciones legales del Estado miembro competente, respecto al 
“disfrute de prestaciones de seguridad social o de otros ingresos” serán de aplicación 
en iguales términos en lo que concierne al “disfrute de prestaciones equivalentes ad-
quiridas con arreglo a la legislación de otro Estado miembro o de ingresos adquiridos 
en el territorio de otro Estado miembro”. De otra parte, en el supuesto de que la le-
gislación vigente del Estado miembro competente atribuya “efectos jurídicos a la con-
currencia de determinados hechos o acontecimientos”, dicho Estado tomará en con-
sideración aquellos hechos o acontecimientos semejantes relacionados y acaecidos 
“en otro Estado miembro como si hubieran ocurrido en su propio territorio”, si bien 
esta asimilación de hechos y acontecimientos producidos en un Estado miembro, no 
conlleva, conforme al Considerando 11 del Reglamento comunitario47, la atribución 
de competencia en favor de otro Estado miembro o la aplicación de su legislación.

En tercer lugar, el articulo 6 consagra el principio de totalización de los períodos, y 
ello supone que, en caso de que la normativa de un Estado miembro supedite “la ad-
quisición, la conservación, la duración o la recuperación del derecho a las prestaciones, 

46. Véase Considerando Primero del Reglamento (CE) núm. 883/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo de 
29 de abril de 2004 sobre la coordinación de los Sistemas de Seguridad Social.

47. Dice literalmente tal Considerando 11 que “La asimilación de hechos o acontecimientos que ocurran en un 
Estado miembro no puede en ningún caso otorgar competencia a otro Estado miembro o hacer que se aplique su 
legislación”.e-
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la admisión a una legislación, o el acceso o la exención del seguro obligatorio, volunta-
rio o facultativo continuado”, a la cobertura de determinados períodos “de seguro, de 
empleo, de actividad por cuenta propia o de residencia”, la institución competente de 
dicho Estado tomará en consideración, en la medida que fuera necesaria, “los períodos 
de seguro, de empleo, de actividad por cuenta propia o de residencia cubiertos bajo la 
legislación de cualquier otro Estado miembro, como si se tratara de períodos cubiertos 
bajo la legislación que dicha institución aplica”.

En cuarto lugar, el principio de supresión de las cláusulas de residencia, definido 
en el artículo 7, garantiza que “las prestaciones en metálico debidas en virtud de la le-
gislación de uno o de varios Estados miembros o del presente Reglamento no podrán 
sufrir ninguna reducción, modificación, suspensión, supresión o confiscación por el 
hecho de que el beneficiario o los miembros de su familia residan en un Estado miem-
bro distinto de aquel en que se encuentra la institución deudora”. Es decir, se conser-
va el derecho a las prestaciones de Seguridad Social, aunque el Estado de residencia 
sea distinto del Estado que tiene que satisfacerlas.

En quinto y último lugar, el articulo 10 contempla el principio de no acumulación 
de prestaciones, de modo que el Reglamento del que hablamos “no podrá conferir ni 
mantener el derecho a disfrutar de varias prestaciones de la misma naturaleza relati-
vas a un mismo período de seguro obligatorio”.

b) Ámbito material de aplicación

La aplicación del Reglamento (CE) 883/2004 abarca todo lo que se refiere a la legisla-
ción relativa a las prestaciones enumeradas en su artículo 3, a saber, las prestaciones 
de enfermedad, maternidad y de paternidad asimiladas, invalidez, vejez, superviven-
cia, accidentes de trabajo y de enfermedad profesional, familiares, desempleo, preju-
bilación, así como los subsidios de defunción48. Teniendo en cuenta que el Convenio 
102 de la OIT regula como prestaciones cubiertas por las normas de la seguridad 
social las siguientes: desempleo, vejez, accidente del trabajo y de enfermedad profe-
sional, familiares, maternidad, invalidez, sobrevivientes, las monetarias de enferme-
dad, así como la asistencia médica, cabe observar, comparando el listado de ambas 
disposiciones, una práctica coincidencia entre ambas.

Hecha tal observación, resulta manifiesto que el Reglamento 883/2004, en concor-
dancia con su denominación, no establece un conjunto de prestaciones unificadas de 
aplicación en todos los Estados miembros de la UE, de modo que cada uno de ellos 
pueda delimitar en su legislación interna las prestaciones objeto de cobertura por 
su régimen de Seguridad Social. En términos del propio Reglamento, “es necesario 
respetar las características especiales de las legislaciones nacionales en materia de 
seguridad social y establecer únicamente un sistema de coordinación” (Considerando 

48. Conforme a los apartados 2 y 3 del artículo 3 “Salvo disposición en contrario del anexo XI, el presente Regla-
mento se aplicará a los regímenes de seguridad social generales y especiales, contributivos y no contributivos, así 
como a los regímenes relativos a las obligaciones del empleador o del armador”. También se aplicará a las prestacio-
nes especiales en metálico no contributivas” (previstas en el artículo 70).e-
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Cuarto). Es más, el artículo 48 TFUE no impone la armonización de los regímenes de 
la Seguridad Social de los Estados miembros, sino que, a los efectos de garantizar la 
libre circulación de trabajadores en el territorio de la UE, consagra un principio de 
acumulación –totalización– de períodos de cotización en la adquisición y conserva-
ción del derecho a las prestaciones sociales, así como para su cálculo.

En conclusión, todos los Reglamentos comunitarios de Seguridad Social persiguen 
una doble finalidad: de una parte, garantizar a los ciudadanos de cualquier Estado 
miembro de la UE, que se considere la actividad desempeñada en otro Estado miem-
bro, a los efectos de adquisición y conservación de derechos en materia de Seguridad 
Social; de otra parte, determinar la legislación aplicable en materia de seguridad so-
cial, en caso de prestar servicios en cualquier Estado miembro de la UE.

II.  NORMATIVA SOBRE SEGURIDAD SOCIAL EN EL REINO DE 
ESPAÑA

Teniendo en cuenta que el artículo 4 del Reglamento (CE) 883/2004 consagra la “Igual-
dad de trato”, sobre la coordinación de los Sistemas de Seguridad Social, a los efectos 
de determinar el régimen de Seguridad Social aplicable a los nacionales de los Esta-
dos miembros de la UE que residan y trabajen en España, resulta necesario acudir a 
nuestra normativa nacional reguladora de la materia, por ser de aplicación en iguales 
términos a aquellas personas.

A. Concepto de Seguridad Social y marco normativo

La Constitución Española (en adelante CE), en su artículo 41, garantiza el derecho 
de “todos” los ciudadanos a una Seguridad Social pública49. En desarrollo de este 
mandato constitucional, nuestro ordenamiento jurídico ha venido actualizando la 
normativa de seguridad social, de manera que el Texto Refundido de la versión ac-
tualmente vigente de la Ley General de la Seguridad Social (en adelante, LGSS), fue 
aprobado por Real Decreto Legislativo 8/201550, de 30 de octubre, texto que cons-
tituye legislación básica estatal promulgada al amparo de lo previsto en el artícu-
lo 149.1.17ª CE, de conformidad con lo previsto en la Disposición Adicional Primera 
de la propia LGSS51.

49. La literalidad del precepto dice: “Los poderes públicos mantendrán un régimen público de Seguridad Social 
para todos los ciudadanos, que garantice la asistencia y prestaciones sociales suficientes ante situaciones de nece-
sidad, especialmente en caso de desempleo. La asistencia y prestaciones complementarias serán libres”. Al emplear 
el término “ciudadanos” la propia CE no establece que sus destinatarios deban ser exclusivamente los trabajadores 
por cuenta ajena. En el mismo sentido, Suárez Corujo, B.: “Novedades en materia de Seguridad Social en el Estatuto 
del Trabajo Autónomo”, Temas Laborales, núm. 94, 2008, p. 237 y ss.

50. Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social (BOE núm. 261, de 31 de octubre de 2015).

51. Sánchez-Rodas Navarro, C.: Sostenibilidad y protección social la tensión entre la unión económica y monetaria y el 
pilar europeo de derechos sociales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2018, p. 21.e-
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Conforme a lo establecido en el artículo 2.2 LGSS, podemos definir la Seguridad 
Social como el Sistema arbitrado por los poderes públicos para garantizar a las per-
sonas incluidas en su ámbito, y a sus familiares y asimilados, la protección adecuada 
frente a las contingencias y situaciones legalmente previstas, de acuerdo con los re-
quisitos fijados por el legislador.

Doctrinalmente es definida por algún autor52, como “conjunto integrado de medi-
das públicas de ordenación de un sistema de solidaridad para la prevención y reme-
dio de riesgos personales mediante prestaciones individualizadas y económicamente 
evaluables”. Considera el autor que tales medidas públicas persiguen la protección 
general de todos los residentes ante situaciones de necesidad –garantizando así un 
nivel mínimo de rentas-.

B. Regímenes de la Seguridad Social

Los Regímenes de la Seguridad Social constituyen, junto a las contingencias protegi-
das y a las prestaciones previstas, los elementos esenciales configuradores del siste-
ma (art. 9 LGSS). En lo que concierne a éstos, cabe distinguir entre el Régimen Gene-
ral y los Regímenes Especiales. El primero comprende a los trabajadores por cuenta 
ajena de la industria y de los servicios, así como a los asimilados a ellos53. Por su parte, 
los Regímenes Especiales vienen relacionados con aquellas actividades en las que, 
por su naturaleza, las condiciones de tiempo y lugar en que se desarrolla la prestación 
laboral o la índole de los procesos productivos, se precisa una regulación propia. El 
más característico de estos Régimen Especiales es el de los trabajadores por cuenta 
propia o autónomos54.

Junto a estos Regímenes, la LGSS prevé la existencia de determinados sistemas es-
peciales, caracterizados por presentar ciertas peculiaridades, únicamente en materia 
de encuadramiento, afiliación, forma de cotización o recaudación55.

III.  RÉGIMEN DE SEGURIDAD SOCIAL EN LAS COOPERATIVAS DE 
TRABAJO ASOCIADO

La economía social se define en el artículo 2 de la Ley 5/201156, de 29 de marzo, como 
un conjunto de actividades económicas y empresariales que en el ámbito privado llevan 
a cabo aquellas entidades que persiguen, bien el interés general económico, bien el 
interés general social, o ambos intereses, de conformidad con los específicos principios 

52. Alonso Olea, M. y Tortuero Plaza, J. L.: Instituciones de la Seguridad Social, Civitas, Madrid, 1997.
53. Véanse artículos 9.1.a) y 136 LGSS.
54. Véase el artículo 10.2. LGSS que califica como Regímenes Especiales los que encuadren a: a) Trabajadores por 

cuenta propia o autónomos; b) Trabajadores del mar; c) Funcionarios públicos, civiles y militares; d) Estudiantes; e) 
Los demás grupos que determine el Ministerio de Empleo y Seguridad Social, por considerar necesario el estableci-
miento para ellos de un régimen especial […].

55. Artículo 11 LGSS.
56. Ley 5/2011, de 29 de marzo, de Economía Social (BOE núm. 76, de 30 de marzo de 2011).e-
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recogidos en el propio texto de la Ley, los cuales tienen por objeto promover y desarro-
llar las empresas de la economía social en España.

A. Las sociedades cooperativas: aspectos generales

La sociedad cooperativa (en adelante S. Coop.) se configura como una actividad o 
una iniciativa de emprendimiento bajo fórmulas de la economía social, la cual ha sido 
concebida constitucionalmente como una herramienta encaminada a facilitar la par-
ticipación de los trabajadores en la empresa, es decir, un modelo clave de emprendi-
miento colectivo57. Se define la S. Coop.58 como una sociedad de estructura y funcio-
namiento democrático, integrada por personas que se asocian, en régimen de libre 
adhesión y baja voluntaria, para la satisfacción de necesidades comunes mediante el 
desarrollo de una actividad empresarial, “conforme a los principios formulados por la 
alianza cooperativa internacional” 59.

Tales sociedades son susceptibles de clasificarse con arreglo a muy diversos crite-
rios, entre ellos el más importante es el que distingue entre las de primer y segundo 
grado60. Las cooperativas de primer grado son aquellas que se integran por un núme-
ro de socios ordinarios no inferior a tres, mientras que las de segundo grado se ca-
racterizan porque deben comprender, al menos, dos S. Coop. como socios, es decir, 
que son una cooperativa de cooperativas. Pueden adquirir la condición de socio en 
atención a la actividad cooperativizada, las personas físicas, las personas jurídicas ya 
sean públicas o privadas y las comunidades de bienes61, debiéndose concretar esta-
tutariamente los requisitos necesarios para alcanzar la condición de socio62.

Cabe destacar que las S. Coop. con domicilio social en una Comunidad Autónoma 
y que realicen su actividad cooperativizada con carácter principal dentro de su ámbi-
to territorial, estarán sometidas a la Ley de Cooperativas, en su caso promulgada por 
dicha comunidad63.

57. Tal y como dispone la Constitución española en su artículo 129.2.
58. Véase el artículo 1 de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas (BOE núm. 170, de 17 de julio de 1999).
59. Los valores éticos que dan vida a los principios cooperativos formulados por la alianza cooperativa internacio-

nal, especialmente en los que encarnan la solidaridad, la democracia, igualdad y vocación social tienen cabida en la 
nueva Ley que los consagra como elementos indispensables para construir una empresa viable con la que los socios 
se identifican al apreciar en ella la realización de un proyecto que garantiza su empleo y vida profesional. Exposición 
de motivos, cuarto párrafo, de la Ley 27/1999, de 16 de julio, de Cooperativas.

60. El articulo 6 clasifica las sociedades cooperativas de primer grado: las de trabajo asociado; de consumidores 
y usuarios; de viviendas; agroalimentarias; de explotación comunitaria de la tierra; de servicios; del mar; de transpor-
tistas; de seguros; sanitarias; de enseñanza y las de crédito.

61. Véase artículo 12.1 de la Ley 27/1999.
62. Artículo 12.2 de la Ley 27/1999. En relación con la separación de la sociedad cooperativa de los socios disi-

dentes, si bien respecto de la anterior Ley 3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas (actualmente derogada), 
en la STS 26/2008 (Sala de lo Civil) de 25 de enero de 2008 (núm. rec. 5327/2000), FJ segundo, párrafos segundo y 
cuarto, el Tribunal rechaza esta argumentación y desestima el motivo. No obstante, estima la casación, motivos 4º y 
5º, FJ quinto, estableciendo que los socios, se obligaron conforme a los mismos, siendo en dichos estatutos donde se 
introduce la obligación de permanencia mínima de cinco años, por lo que habrá que estar a dicha obligación desde 
dicho momento, y sin que quepa hablar aquí de socios que lo eran de la SAT y socios que no, pues en ningún mo-
mento se hace distinción alguna de tipos de socios a efectos de aplicación o no de tal pacto de permanencia.

63. Para el supuesto, por ejemplo, de una Sociedad Cooperativa con domicilio social en la Región de Murcia y e-
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En cuanto a sus estatutos, se redactan por los promotores constituyentes de la 
misma, estableciéndose en ellos las normas de organización y funcionamiento de la 
S. Coop., así como el régimen jurídico de los socios. Su modificación es competencia 
de la Asamblea General. Toda cooperativa puede redactar un Reglamento de Régi-
men Interno –de funcionamiento–, como conjunto de reglas que regulen las relacio-
nes internas de la sociedad. Finalmente, la escritura pública de constitución deberá 
ser otorgada por las personas designadas por la Asamblea Constituyente, salvo que 
previamente lo hubiera sido por la totalidad de los promotores. Los estatutos serán 
incorporados a la escritura de constitución, y una vez constituida la S. Coop., ésta 
deberá ser inscrita como tal en el Registro de Sociedades Cooperativas establecido a 
tal efecto64.

B.  Elementos personales de las sociedades cooperativas: trabajadores por cuenta 
ajena y socios

Las cooperativas de trabajo asociado (CTA) constituyen una de las modalidades espe-
cíficas de las sociedades cooperativas, acaso la más vinculada al mundo del trabajo y 
la economía social. Se definen éstas en atención a la finalidad perseguida, que no es 
otra que la de “proporcionar a sus socios puestos de trabajo, mediante su esfuerzo 
personal y directo, a tiempo parcial o completo, a través de la organización en común 
de la producción de bienes o servicios para terceros”. Este tipo de cooperativa realiza 
una actividad empresarial, para cuyo desarrollo se precisa de una “organización pro-
ductiva y económica de bienes propios susceptibles de una explotación diferenciada 
y de ofrecer bienes y servicios al mercado […] participación democrática de los socios 
trabajadores en las tomas de decisiones importantes, que deben ser adoptadas por 
la Asamblea General de socios como expresión democrática”65. Sus medios perso-
nales comprenden al conjunto de personas que prestan servicios para ella, entre las 
que cabe mencionar trabajadores por cuenta ajena contratados por la cooperativa, 
socios trabajadores, socios colaboradores, socios de trabajo y socios en situación de 
prueba.

que realicen su actividad cooperativizada con carácter principal dentro de su ámbito territorial, estarán sometidas 
a la Ley 8/2006, de 16 de noviembre, de sociedades cooperativas de la Región de Murcia (BORM núm. 282, de 7 de 
diciembre de 2006). Ello en virtud del artículo 10.1.23 del Estatuto de Autonomía para la Región de Murcia aprobado 
mediante la Ley Orgánica 4/1982, de 9 de junio (BOE núm. 146, de 19 de junio de 1982), modificada por Leyes Orgá-
nicas 1/1991, de 13 de marzo; 4/1994, de 24 de marzo; 1/1998, de 15 de junio, que confiere a la Comunidad Autó-
noma competencia exclusiva en materia de cooperativas; 7/2013, de 28 de noviembre, y 1/2021, de 15 de febrero. 
La Ley 22/2010, de 16 de julio, del régimen de cesión de tributos del Estado a la Comunidad Autónoma de la Región 
de Murcia y de fijación del alcance y condiciones de dicha cesión, modificó –sin tener consideración de reforma– la 
disposición adicional primera.

64. El registro de S. Coop. es un registro público, de carácter unitario para todo el territorio nacional, radica den-
tro del Ministerio de Trabajo, Migraciones y Seguridad Social. Su carácter constitutivo de la inscripción registral de la 
S. Coop. le confiere naturaleza de registro jurídico [disponible en: https://www.mites.gob.es/es/sec_trabajo/autono-
mos/economia-social/Regsociedades/index.htm] [Fecha de consulta: 11 de septiembre de 2021].

65. Por todas STSJ de Galicia 72/2021 (Sala de lo Social) de 15 de enero de 2021 (núm. rec. 1177/2020), FD segundo.e-
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Una referencia, aunque sea muy esquemática, de cada uno de estos tipos de vincu-
lación o relación jurídica con la cooperativa, sugiere una división en dos grandes catego-
rías: los trabajadores por cuenta ajena, y los socios según sus diferentes modalidades.

1. Trabajadores por cuenta ajena

Se trata de personas que prestan sus servicios retribuidos por cuenta de la CTA den-
tro de su ámbito de organización y dirección. Dado que se vinculan con la coopera-
tiva mediante un contrato de trabajo en cualquiera de sus modalidades, quedarían 
encuadrados dentro del régimen general de la Seguridad Social66, por aplicación de lo 
previsto en los artículos 7.1.a y 136.1 LGSS.

2. Socios

La Ley (estatal) de Cooperativas atribuye a la relación de los socios con la sociedad 
cooperativa un carácter meramente societario, por lo que dicha relación queda sujeta 
a la legislación sobre cooperativas y a lo dispuesto en sus estatutos y en su caso, en 
los reglamentos internos existentes.

Conforme a la figura de los Socios de trabajo67, y dado que en el presente trabajo 
nos ocupamos concretamente de las CTA, hemos de resaltar que este tipo de socios no 
existe en esta clase de cooperativas, si bien haremos alguna referencia a ellos, y en ese 
sentido hay que destacar que sustituyen al denominado «asociado» de la Ley anterior 
(Ley 3/1987)), y constituyen una clase especial de socios, en tanto que no son los ordina-
rios. En las S. Coop. de primer grado, que no sean CTA o de explotación comunitaria de 
la tierra, y en las de segundo grado, se admite este tipo de socio –socio de trabajo– siem-
pre que así se establezca estatutariamente, y se trate de personas “físicas” cuya actividad 
cooperativizada consista en la prestación de su trabajo personal en la cooperativa.

Estos “socios de trabajo” se sujetan en cuanto a su régimen jurídico a las normas 
establecidas para los socios trabajadores de las CTA, con algunas salvedades, confor-
me establece el segundo párrafo del artículo 13.4 de la Ley. Así, los Estatutos fijarán 
los criterios que aseguren la equitativa y ponderada participación de estos socios –de 
trabajo– en las obligaciones y derechos de naturaleza social y económica. Su partici-
pación en las pérdidas se determinará en consideración a su prestación de trabajo, 
imputándose en primer término tales pérdidas al fondo de reserva y, en segundo 
término a los socios usuarios68, de modo que se garantice a los socios de trabajo una 

66. Los efectos de las altas indebidas se regulan en el artículo 60 del Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, por el 
que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos 
de trabajadores en la Seguridad Social (BOE núm. 50, de 27 de febrero de 1996).

67. Véase artículo 13.4 de la Ley 27/1999.
68. Se definen los usuarios como “personas físicas beneficiarias de dichas prestaciones”. Sánchez Bárcena, G.: 

“Cooperativas de impulso empresarial: el caso concreto de Smart Ibérica de impulso empresarial S. Coop. And.”, en Fa-
jardo García, G. (coord.): Empresas gestionadas por sus trabajadores. Problemática jurídica y social, CIRIEC-España, Centro 
Internacional de Investigación e Información sobre la Economía Pública, Social y Cooperativa, Valencia, 2015, p. 232.e-
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compensación mínima equivalente al 70% de las retribuciones satisfechas en la zona 
por igual trabajo, sin que pueda ser inferior, en ningún caso, al importe del salario mí-
nimo interprofesional. Cuando los Estatutos prevean un período de prueba para los 
socios de trabajo, éste no procederá si el nuevo socio llevase en la cooperativa como 
trabajador por cuenta ajena, al menos el tiempo que corresponde al citado período.

Podemos distinguir pues, los siguientes tipos de socios con arreglo a dicha Ley 
estatal69:

a) Socios trabajadores

La adquisición de la condición de socio queda supeditada legalmente al cumplimento 
de ciertos requisitos. En primer lugar, conforme al artículo 13.5 se exige la aportación 
obligatoria al capital social que se determine conforme a los estatutos, así como el 
abono de la cuota de ingreso a que se refieren los artículos 46 y 52 de la misma Ley. 
En segundo lugar, se exige al socio participar en la actividad cooperativizada que de-
sarrolle la cooperativa para el cumplimiento de su fin social, en la cuantía mínima obli-
gatoria prevista en los estatutos, tal como se establece en la letra b del artículo 15.2. 
Hay que considerar, por tanto, como tales socios, a aquellas personas que, habiendo 
realizado la aportación económica al capital social fijado en los estatutos, participan 
en la actividad cooperativizada.

b) Socios colaboradores

Se define como tales a las personas físicas o jurídicas que contribuyen a la consecu-
ción del objeto social de la cooperativa, aunque sin participar en la actividad coopera-
tivizada. La adquisición de la condición de socio colaborador exige la aportación fijada 
por la Asamblea General, la cual determinará la participación de estos socios en los 
derechos y obligaciones socio-económicos de la cooperativa. En esta clase de coope-
rativas se autoriza la existencia de socios colaboradores (art. 80.1 de la Ley).

Una vez efectuada por el socio colaborador la aportación económica antes referida, 
no le serán exigibles nuevas aportaciones de capital, si bien tampoco podrá participar 
en el desarrollo de las actividades cooperativizadas. Las aportaciones económicas de los 
socios colaboradores no pueden exceder del 45% del total de las que integran el capital 
social, así como el número de votos que corresponda a estos socios no podrá ser su-
perior al 30% del total de los votos en los distintos órganos sociales de la cooperativa70.

69. Se ha de reseñar que las Comunidades Autónomas tienen competencias exclusivas en materia de cooperativas. 
Por tanto, podrán establecer en el ejercicio de dichas competencias, los tipos de socios que consideren pertinentes.

70. STS 549/2018 (Sala de lo Social) de 18 de mayo de 2018 (núm. rec. 3513/2016), FD sexto, apartado cuatro, 
quinto párrafo: “Si a esto se añade la previsión contenida en ese mismo art. 14 de la Ley 27/1999, que limita el con-
junto de los votos de los socios colaboradores, sumados entre sí, al treinta por ciento de los votos en los órganos 
sociales de la cooperativa, se comprende fácilmente la acertada conclusión a la que llegó la sentencia de instancia 
cuando afirma que tan solo cuatro personas sobre un total de 119 socios de la cooperativa disponen de la inmensa 
mayoría de los votos, lo que les permite decidir sobre la gestión de la cooperativa sin ninguna incidencia decisiva 
del grupo mayoritario de socios colaboradores, en clara demostración del uso fraudulento de esa forma societaria”.e-

R
ev

is
ta

 In
te

rn
ac

io
na

l d
e 

la
 P

ro
te

cc
ió

n 
So

ci
al

 ▶
 2

02
1

Vo
l. 

V
I ▶

N
º 2

 ▶
 p

p.
 1

26
 - 

15
4

IS
SN

 24
45

-3
26

9 ▶
 ht

tp
s:/

/d
x.

do
i.o

rg
/1

0.
12

79
5/

e-
R

IP
S.

20
21

.i0
2.

07Tr
ab

aj
ad

or
es

 de
 pa

íse
s m

iem
br

os
 de

 la
 U

E e
n E

sp
añ

a y
 su

 ré
gi

m
en

 de
 Se

gu
rid

ad
 So

cia
l. E

sp
ec

ia
l co

ns
id

er
ac

ió
n d

e la
s c

oo
pe

ra
tiv

as
Is

ab
el

 D
ól

er
a 

Se
vi

lla

143



Por lo que se refiere al régimen de su responsabilidad, se establece en los núme-
ros 3 y 4 del artículo 15, siendo esta limitada al valor de su aportación y extensible, en 
caso de baja del socio, a los cinco años posteriores a su baja.

c) Socios en situación de prueba

En las CTA la admisión de un nuevo socio, si así se dispone en los Estatutos, podrá ser a 
prueba. El periodo de prueba no puede en ningún caso exceder de 6 meses, si bien la 
duración de este periodo es susceptible de reducción o supresión por mutuo acuerdo 
entre las partes, conforme al artículo 81 de la Ley. De manera que corresponde al Con-
sejo Rector de la Cooperativa determinar la duración concreta del periodo de prueba.

No obstante a lo anterior, en el caso de puestos de trabajo para cuyo desempeño 
se exija especiales condiciones profesionales, el periodo de prueba podrá ampliarse 
hasta un total de 18 meses.

C.  Régimen de afiliación a la Seguridad Social de los socios

El artículo 14 de la LGSS determina, bajo la rúbrica “Socios trabajadores y socios de 
trabajo de cooperativas”, el Régimen de Seguridad Social al que quedarían adscritos 
los socios de las CTA71. En los Estatutos se podrán prever tres modalidades de afilia-
ción de los socios: en primer lugar, las asimilaciones de los socios a los trabajadores 
por cuenta ajena, encuadrándose en el régimen general de la Seguridad Social (RGSS); 
en segundo lugar, su asimilación a los trabajadores por cuenta ajena, encuadrándose 
en alguno de los regímenes especiales previsto para esta clase de trabajadores; en 
tercer lugar, su consideración como trabajadores por cuenta propia, encuadrándose 
en el régimen especial de trabajadores autónomos (RETA). La opción contemplada en 
los Estatutos solo podrá ser modificada de conformidad con las disposiciones regla-
mentarias que dicte el Gobierno en virtud de su potestad constitucional conforme al 
artículo 97 CE que regula la potestad reglamentaria del gobierno.

Por excepción, los socios trabajadores de las S. Coop. de explotación comunitaria 
de la tierra y los socios de trabajo se asimilan a los trabajadores por cuenta ajena, a 
los efectos de su encuadramiento en el RGSS. Para el caso de que los socios desarro-
llen otro tipo de actividad por cuenta ajena o por cuenta propia, nos encontraríamos 
en un supuesto de pluriempleo72 o de pluriactividad73.

71. Según la STS (Sala de lo Social) de 17 de diciembre de 2001 (núm. rec. 244/2001), FJ quinto, “[e]videncia la 
simple lectura de estos preceptos que la prestación de servicios a terceros es la razón de ser de estas entidades y 
que tal actividad está reconocida y amparada por la Ley que incluso la promociona”.

72. Se define en el artículo 148.2 LGSS pluriempleo como la situación de quien trabaje en dos o más empresas 
distintas, en actividades que den lugar a su inclusión en el campo de aplicación de este Régimen General.

73. Véanse los artículos 49 y 313 LGSS. Comprende los supuestos en los que un trabajador autónomo presta sus 
servicios por cuenta ajena, quedando encuadrado tanto en el RETA como en el RGSS.

Siguiendo la doctrina marcada por la STC 39/1992 de 30 de marzo, y conforme a la STS de 20 de abril de 1993 
(núm. rec. 1730/1992), FJ 2º, la pluralidad de actividades en distintos Regímenes no es objeto de este tratamiento 
integrado, por lo que, en principio, las cotizaciones independientes pueden generar prestaciones independientes e-
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En definitiva, se deja al libre arbitrio de la S. Coop. optar por el régimen de Seguri-
dad Social que considere más oportuno, esto es, el RGSS, el RETA o Régimen Especial 
de la Seguridad Social de los Trabajadores del Mar (RETM)74, pudiendo cambiar de 
régimen cada cinco años. Se ha de resaltar que esta facultad de libre elección no se 
reconoce a otras entidades de economía social a las que la Ley confiere expresamen-
te tal carácter, como por ejemplo a los Centros Especiales de Empleo o a las Empresas 
de Inserción.

Teniendo en cuenta que la protección contributiva de la Seguridad Social conlleva 
un tratamiento diferenciado, conforme a la elección del régimen de cotización por el 
que opten los socios de la CTA, ha sido notable la evolución progresiva de la cober-
tura en las contingencias profesionales por cese de actividad75 –protegido mediante 
prestación por desempleo– y por formación profesional, ello con el objetivo último de 
suprimir las desigualdades de protección social76, entre los trabajadores autónomos 
y los trabajadores por cuenta ajena77.

La finalidad de la acción protectora de la prestación por desempleo78 es la de po-
sibilitar unos ingresos a aquellos socios que finalizan su actividad laboral por el cese 
de trabajo remunerado. De manera que el encuadramiento elegido estatutariamente 
por los socios trabajadores de la CTA marcará el alcance de la cobertura de la acción 
protectora79. El desempleo al que tendrán derecho los socios trabajadores encuentra 
su regulación actual en los artículos 2 y 3 del RD 1043/198580 de 19 de junio.

[…]. Este principio de separación de las cotizaciones determina que las bases de cotización a los distintos regímenes 
no puedan sumarse para integrar la base reguladora, porque cada régimen conoce el derecho a las prestaciones 
de acuerdo con sus propias normas y teniendo únicamente en cuenta las cotizaciones realizadas al mismo sin que 
proceda aplicar las reglas del artículo 35 del Decreto 2530/1970, de 20 de agosto, sobre cómputo recíproco de 
cotizaciones, ni las que derivarían de una situación de pluriempleo; Blasco Lahoz, J. F.; López Gandía, J. y Mompaler 
Carrasco, M. A.: Regímenes especiales de la Seguridad Social, Tiran Lo Blanch, Valencia, 2007, p. 138; Pumar Beltrán, N.: 
La igualdad ante la Ley en el ámbito de la Seguridad Social, Aranzadi-Thomson Reuters, 2001, p. 162.

74. Véase el artículo 2 de la Ley 47/2015, de 21 de octubre, reguladora de la protección social de las personas 
trabajadoras del sector marítimo-pesquero (BOE núm. 253, de 22 de octubre de 2015).

75. Tárraga Poveda, J.: “La protección social del trabajador autónomo”; en Luján Alcaraz, J. (dir.): El Estatuto del 
Trabajo Autónomo. Análisis de la Ley 20/2007, de 11 de julio, Laborum, Murcia, 2007.

76. Real Decreto 1541/2011, de 31 de octubre, por el que se desarrolla la Ley 32/2010, de 5 de agosto, por la que 
se establece un sistema específico de protección por cese de actividad de los trabajadores autónomos (BOE núm. 
263, de 1 de noviembre de 2011). En el primer párrafo del preámbulo la norma aspira a la equiparación [del nivel de 
protección social para el trabajador autónomo] con el que disfrutan los trabajadores por cuenta ajena.

77. Blasco Lahoz, J. F.: “La prestación por cese de actividad en el RETA a partir de la Ley 35/2014, de 26 de diciem-
bre”, Lex Social, núm. 2, 2015, p. 203.

78. Véase la disposición adicional única del Real Decreto 1278/2000, de 30 de junio, por el que se adaptan deter-
minadas disposiciones de Seguridad Social para su aplicación a las sociedades cooperativas (BOE núm. 173, de 20 de 
julio de 2000), recoge la acción protectora, períodos de cotización y cálculo de la base reguladora de las prestaciones 
[que] […] también será de aplicación a los socios de trabajo a tiempo parcial de las sociedades cooperativas”.

79. Sobre el derecho a la protección por desempleo de los socios trabajadores de la CTA, véase STS 752/2020 
(Sala de lo Social) de 10 de septiembre de 2020 (núm. rec. 1181/2018).

80. Real Decreto 1043/1985, de 19 de junio, por el que se amplía la protección por desempleo a los socios traba-
jadores de Cooperativas de Trabajo Asociado (BOE núm. 157, de 2 de julio de 1985). En suma, en virtud del artículo 1 
del citado Real Decreto, “Los socios trabajadores de CTA, incluidos en el régimen general de la Seguridad Social o en 
alguno de los regímenes especiales que protegen la contingencia de desempleo, que reúnan los requisitos exigidos 
en el artículo quinto de la Ley 31/1984, de 2 de agosto, tendrán derecho a las prestaciones por desempleo previstas 
en la misma, en las condiciones establecidas en la presente disposición”e-
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Posteriormente, el Real Decreto 42/1996, de 19 de enero81 extendió a los socios 
de las CTA las situaciones de protección por desempleo en los supuestos de cese en 
la prestación de trabajo con carácter no definitivo (cese temporal)82, alcanzando tam-
bién a los aspirantes a socios –a prueba– que no concluyan el proceso83.

Por lo que se refiere al marco normativo específico de las prestaciones por desem-
pleo, resulta preciso señalar que ya la Ley 3/198784, de 2 de abril, General de Coope-
rativas (que fuera sustituida por la Ley 27/1999), consolidó la integración general de 
los socios trabajadores de las CTA en el sistema de Seguridad Social85, cuyo desarrollo 
posterior llevó a cabo el actualmente derogado Real Decreto 225/198986, de 3 de mar-
zo, regulador de tales condiciones de incorporación al sistema de la Seguridad Social.

Adviértase que el Real Decreto Legislativo 1/199487, de 20 de junio, que aprueba el 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social (LGSS/1994), reprodujo en su 
disposición adicional cuarta el mismo texto que establecía en su disposición adicional 
cuarta la Ley 3/1987, de 2 de abril, en estos términos: “Los socios trabajadores de las 
Cooperativas de trabajo asociado disfrutarán de los beneficios de la Seguridad Social, 
pudiendo optar la cooperativa entre las modalidades siguientes: a) Como asimilados 
a trabajadores por cuenta ajena. Dichas cooperativas quedarán integradas en el Régi-
men General o en alguno de los Regímenes Especiales de la Seguridad Social, según 
proceda, de acuerdo con su actividad. b) Como trabajadores autónomos en el Régimen 

81. Real Decreto 42/1996, de 19 de enero, por el que se amplía la protección por desempleo a los socios traba-
jadores de cooperativas de trabajo asociado en situación de cese temporal o reducción temporal de jornada (BOE 
núm. 42, de 17 de febrero de 1996).

82. Cervilla Garzón, M. J.: La protección por cese de actividad para los autónomos independientes: cese protegido, 
ámbito subjetivo y dinámica de la prestación, Bomarzo, Albacete, 2013; Cavas Martínez, F.: “La protección por cese de 
actividad de los trabajadores autónomos”, Revista Doctrinal Aranzadi, vol. 3, núm. 15, 2010, pp. 11-22.

83. Véase el artículo 267.1.d) LGSS ya que no cabe excluir a los socios trabajadores en situación legal de desem-
pleo cíclico estacional debido a la inactividad. Por lo tanto, se encontrarán en situación legal de desempleo los tra-
bajadores “[d]urante los períodos de inactividad productiva de los trabajadores fijos discontinuos, incluidos los que 
realicen trabajos fijos y periódicos que se repitan en fechas ciertas”.

84. Ley 3/1987, de 2 de abril, General de Cooperativas (BOE núm. 84, de 8 de abril de 1987).
85. Véase el apartado primero de la disposición adicional cuarta de la Ley 3/1987, de 2 de abril, estableciendo que 

“Los socios trabajadores de las Cooperativas de Trabajo Asociado disfrutarán de los beneficios de la Seguridad Social, 
pudiendo optar la Cooperativa entre las modalidades siguientes:

a) Como asimilados a trabajadores por cuenta ajena. Dichas Cooperativas quedarán integradas en el Régimen 
General o en alguno de los regímenes especiales de la Seguridad Social, según proceda, de acuerdo con su actividad.

b) Como trabajadores autónomos en el régimen especial correspondiente.
Las Cooperativas ejercitarán la opción en los Estatutos, y sólo podrán modificar la opción en los supuestos y con-

diciones que el Gobierno establezca”.
86. Real Decreto 225/1989, de 3 de marzo, sobre condiciones de incorporación al sistema de la Seguridad Social 

de los socios trabajadores de Cooperativas de Trabajo Asociado (BOE núm. 57, de 8 de marzo de 1989). Véase el ar-
tículo 1, según el cual “[…] La opción, que deberá alcanzar a todos los socios trabajadores de la Cooperativa, deberá 
ejercitarse en los Estatutos […]”; así como el artículo 2, en el que se indica que “Una vez producida la incorporación al 
Régimen de Seguridad Social correspondiente […] les será de aplicación en su integridad las normas reguladoras del 
respectivo Régimen, en los mismos términos y condiciones que rijan para el común de los colectivos que formen par-
te del campo de aplicación del mismo”. Esta disposición fue derogada por el Real Decreto 84/1996, de 26 de enero.

87. Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social (BOE núm. 154, de 29 de junio de 1994), disposición actualmente derogada. Para el desarrollo 
de la opción previa al alta de los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado, el artículo 8 del Real 
Decreto 84/1996, de 26 de enero, por el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y 
afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social.e-
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Especial correspondiente. Las cooperativas ejercitarán la opción en los Estatutos, y sólo 
podrán modificar la opción en los supuestos y condiciones que el Gobierno establezca”.

Por su parte, el artículo 330 de la actual LGSS (Real Decreto Legislativo 8/2015) 
regula los requisitos para el nacimiento del derecho a la prestación por cese de acti-
vidad de los trabajadores autónomos, estableciendo en su artículo 1 apartado c) tal 
derecho a la protección, cuando los trabajadores autónomos se hallen “en situación 
legal de cese de actividad, [y suscriban] el compromiso de actividad al que se refiere 
el artículo 300 [además de] acreditar activa disponibilidad […]”88.

La finalidad de la acción protectora de prestación89 por desempleo es la de posi-
bilitar unos ingresos a aquellos socios trabajadores que finalizan su actividad laboral 
por el cese de actividad. El encuadramiento elegido estatutariamente por los socios 
trabajadores de la CTA marcará el alcance de la cobertura de la acción protectora.

El legislador en el marco analizado deja latente una clara diferencia entre la pres-
tación por desempleo del trabajador por cuenta ajena y la específica prestación por 
cese de actividad90 del trabajador autónomo –denominada cese de actividad–, aunque 
también revela algunas similitudes. Esta simetría, más aparente que real, es una cues-
tión relevante en el caso de que proceda determinar la aplicación de las disposiciones 
que contemplan los Reglamentos comunitarios 883/2004 y 987/2009 de desarrollo 
del mismo, en virtud del nacimiento de la prestación por cese de actividad91, igualmen-
te aplicable a la prestación por desempleo.

Dado que el socio trabajador o socio cooperativista puede encuadrarse en el ré-
gimen especial de trabajadores autónomos, resulta de especial interés analizar una 
problemática que se suscita en relación a la aplicación los Reglamentos comunitarios 
en cuanto a la coordinación de las prestaciones por cese de actividad.

88. En el apartado 2 del mismo artículo se lo reconoce a los trabajadores autónomos –con trabajadores a su 
cargo– y/o que ejerzan su actividad profesional conjuntamente con otros, que cuando concurran alguna causa de 
las señaladas en el artículo 331.1 LGSS, previo al cese de la actividad, se deberá garantizar “el cumplimiento de las 
garantías, obligaciones y procedimientos regulados en la legislación laboral”.

89. Véase disposición adicional única del Real Decreto 1278/2000, de 30 de junio, por el que se adaptan determi-
nadas disposiciones de Seguridad Social para su aplicación a las sociedades cooperativas (BOE núm. 173, de 20 de 
julio de 2000), recoge la acción protectora, períodos de cotización y cálculo de la base reguladora de las prestaciones 
que […] también será de aplicación a los socios de trabajo a tiempo parcial de las sociedades cooperativas”.

90. Conforme al artículo 335 de la LGSS podemos discernir los supuestos que consideran a los socios trabaja-
dores de CTA en situación legal de cese de actividad. Un primer supuesto es la interrupción definitiva o temporal en 
la actividad desarrollada por la S. Coop. y consecuentemente la extinción en la prestación de trabajo, perdiendo los 
derechos económicos de la prestación cuando concurra alguna de las siguientes causas: a) Por expulsión improce-
dente, debiendo notificar el acuerdo de expulsión; b) Por causas económicas, técnicas, organizativas, productivas o 
de fuerza mayor. Supuesto que no requerirá el cierre al público del establecimiento cuando el cese de actividad no 
sea total; c) Baja de la CTA por extinción del período al que se limitó el vínculo societario de duración determinada 
previa Certificación del Consejo Rector u órgano de administración correspondiente; d) Por causa de violencia de gé-
nero –en las socias trabajadoras– señalando en la declaración la fecha en la que se produce el cese o la interrupción 
su prestación de trabajo en la CTA; e) Por pérdida de licencia administrativa de la cooperativa.

Un segundo supuesto alcanza a los aspirantes a socios, que, no superen el período de prueba, cesando su presta-
ción de trabajo, o bien, por decisión unilateral del Consejo Rector, o por el órgano de administración correspondiente 
de la CTA. Véase el Real Decreto 1541/2011, de 31 de octubre que regula en su artículo 10.2 que regula las situacio-
nes legales de cese de actividad de los socios trabajadores y aspirantes a socios en periodo de prueba de las CTA.

91. Sánchez-Rodas Navarro, C.: La residencia en España desde el prisma del Derecho del Trabajo y de la Seguridad 
Social, Thomson Reuters-Aranzadi. Cizur Menor, Navarra, 2014, p. 144.e-
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D. Cese de actividad

1. Marco normativo

La prestación por cese de actividad se incorporó al sistema de la Seguridad Social por 
primera vez mediante la Ley 32/2010, que fue objeto de posterior desarrollo regla-
mentario por el Real Decreto 1541/2011. Su regulación actual figura en el Título V del 
Texto Refundido de la LGSS, que dedica específicamente su artículo 335 a los socios 
trabajadores de cooperativas de trabajo asociado.

En este sentido, procede recordar que en el año 1951 la Asociación Internacional 
de Seguridad Social (AISS) incorporaba en los temas básicos de estudio la protección 
social del trabajador autónomo, instando a los gobiernos a la protección de este co-
lectivo. En la misma línea, la OIT elaboró la Recomendación núm. 67/1944 sobre la 
seguridad de los medios de vida, reconociendo en su artículo 21 que “[…] Los traba-
jadores independientes deberían estar asegurados contra los riesgos de invalidez, 
vejez y muerte, en las mismas condiciones que los asalariados […]”

La Unión Europea recogió el criterio de protección social, en lo que se refiere a los 
trabajadores autónomos y a sus cónyuges, en la Directiva 86/613/CEE y, dado que no 
ha sido muy eficaz y su ámbito de aplicación, la misma debió reconsiderarse, pues 
la discriminación por razón de sexo y el acoso también se producen al margen del 
trabajo asalariado, y se deroga por la Directiva 2010/41/UE92, y la Recomendación del 
Consejo de 18 de febrero93 relativa a la mejora de la protección de la salud y la segu-
ridad en el trabajo de los trabajadores autónomos.

2.  La asimilación de la prestación por cese de actividad a la prestación por desempleo

El principal problema que se suscita para la aplicación de los Reglamentos comunita-
rios viene determinado por la asimilación o no de la prestación por cese de actividad 
a la prestación por desempleo. Entre ambas es claro que median ciertas similitudes 
y diferencias, pese a que el legislador ha tratado sin éxito de establecer una clara dis-
tinción entre ellas. Esta eventual asimilación a la prestación por desempleo adquiere 
notable relevancia, toda vez que los aludidos Reglamentos prevén su plena aplicación 
a la prestación por desempleo sin referirse a la de cese de actividad.

92. Directiva 2010/41/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 7 de julio de 2010, sobre la aplicación del 
principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres que ejercen una actividad autónoma, y por la que se deroga 
la Directiva 86/613/CEE del Consejo (DOUE núm. 180, de 15 de julio de 2010). Véase su artículo 7 bajo la rúbrica 
Protección social, establece que “Cuando en un Estado miembro exista un sistema de protección social de los tra-
bajadores autónomos, ese Estado miembro tomará las medidas necesarias para asegurarse de que los cónyuges y 
las parejas de hecho –de los trabajadores autónomos, que no sean empleados o socios, que participen de manera 
habitual en las actividades del trabajador autónomo, efectuando las mismas tareas o tareas auxiliares–, puedan dis-
frutar de protección social con arreglo al Derecho nacional; Los Estados miembros podrán decidir si la protección 
social mencionada en el apartado 1 se aplica de forma obligatoria o voluntaria”.

93. Recomendación del Consejo, de 18 de febrero de 2003, relativa a la mejora de la protección de la salud y la 
seguridad en el trabajo de los trabajadores autónomos (DOUE núm. 53, de 28 de febrero de 2003).e-
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Tomando en consideración su finalidad, ambas prestaciones se encaminan a paliar 
la falta de ingresos sobrevenida por consecuencia de la perdida involuntaria de un 
trabajo por cuenta ajena, o por el cese involuntario de la actividad por cuenta propia. 
En ambos supuestos, pues, el elemento común es la involuntariedad de la situación 
sobrevenida, lo que explica que en los dos casos se exija tanto la suscripción de un 
compromiso de actividad, como la acreditación de disponibilidad para reincorporarse 
al mercado de trabajo94.

Es por ello que el artículo 33095 de la LGSS recoge una expresa remisión al artí-
culo 30096 del mismo texto legal, en el que se hace mención del compromiso y acre-
ditación antes enunciados, en lo que se refiere al reconocimiento del derecho a la 
prestación por cese de actividad.

De igual modo, en los dos supuestos se exige un periodo previo de cotización para 
el nacimiento del derecho a la prestación, resultando en uno y otro sustancialmente 
idéntica la cotización previa mínima necesaria. También es coincidente en ellos la exi-
gencia de inscripción del beneficiario como demandante de empleo ante el Servicio 
Público de Empleo Estatal, el periodo de percepción de la prestación, y el contenido 
de la acción protectora, con abono de las cotizaciones durante el periodo de percep-
ción de la prestación, exigencias todas ellas que conforman un conjunto de medidas 
orientadas a la reinserción laboral.

Desde el lado de las diferencias, la principal entre ambas prestaciones viene deter-
minada por la condición del beneficiario, ya que en el caso del trabajador por cuenta 
ajena nos encontramos ante una relación laboral que determina su encuadramiento 
en el régimen general, mientras que, por el contrario, el trabajador autónomo queda 
al margen de la legislación laboral y se encuadra en el Régimen Especial de Trabaja-
dores Autónomos de la Seguridad Social (RETA).

94. Trillo García, A. R.: Compromiso de actividad, búsqueda de empleo en la Unión Europea y protección por des-
empleo” en Ramírez Bendala, M. D. (dir.): Buenas prácticas jurídico-procesales para reducir el gasto social (III), Laborum, 
Murcia. 2015, pp. 52-63.

95. Artículo 330 TRLGSS: Requisitos para el nacimiento del derecho a la protección. 1. El derecho a la protección 
por cese de actividad se reconocerá a los trabajadores autónomos en los que concurran los requisitos siguientes: 
[…] c) Encontrarse en situación legal de cese de actividad, suscribir el compromiso de actividad al que se refiere el 
artículo 300 y acreditar activa disponibilidad para la reincorporación al mercado de trabajo a través de las actividades 
formativas, de orientación profesional y de promoción de la actividad emprendedora a las que pueda convocarle el 
servicio público de empleo de la correspondiente comunidad autónoma, o en su caso el Instituto Social de la Marina.

96. Artículo 300 TRLGSS: Compromiso de actividad. A los efectos previstos en este título, se entenderá por com-
promiso de actividad el que adquiera el solicitante o beneficiario de las prestaciones de buscar activamente empleo, 
aceptar una colocación adecuada y participar en acciones específicas de motivación, información, orientación, for-
mación, reconversión o inserción profesional para incrementar su ocupabilidad, así como de cumplir las restantes 
obligaciones previstas en el artículo anterior.

El Servicio Público de Empleo Estatal y los servicios públicos de empleo autonómicos requerirán a los beneficia-
rios de prestaciones por desempleo para que acrediten ante ellos, en la forma que determinen en el marco de la 
colaboración mutua, la realización de actuaciones dirigidas a su reinserción laboral o a la mejora de su ocupabilidad.

La no acreditación tendrá la consideración de incumplimiento del compromiso de actividad. Para la aplicación de 
lo establecido en los párrafos anteriores el servicio público de empleo competente tendrá en cuenta la condición de 
víctima de violencia de género, a efectos de atemperar, en caso necesario, el cumplimiento de las obligaciones que 
se deriven del compromiso suscrito.e-
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3.  La aplicación de los reglamentos de coordinación a las situaciones de cese  
de actividad

Las similitudes puestas de manifiesto entre la prestación por desempleo y la presta-
ción por cese de actividad suscita la cuestión de si los Reglamentos de coordinación 
comunitarios en materia de seguridad social son aplicables en ambos casos. Necesa-
riamente se ha de partir de la consideración de que las semejanzas mostradas entre 
ambas prestaciones en la legislación española no son argumentos suficientes para 
proclamar la aplicación indiscriminada de los referidos Reglamentos a ambas, por lo 
que resulta necesario un estudio más detallado de dichos Reglamentos a los efectos 
de resolver la cuestión suscitada. Así, las normas comunitarias de coordinación inicial-
mente se promulgaron con la finalidad de su aplicación a los trabajadores por cuen-
ta ajena, si bien el Reglamento (CEE) 1390/81 del Consejo, de 12 de mayo de 1981, 
extendió a los trabajadores por cuenta propia y a sus familias las disposiciones del 
entonces vigente Reglamento (CEE) 1408/71. El actual Reglamento 883/2004 estable-
ce en su artículo 2 el ámbito de aplicación, refiriéndose a “las personas nacionales de 
uno de los Estados miembros y a los apátridas y refugiados residentes en uno de los 
Estados miembros, que estén o hayan estado sujetas a la legislación de uno o de va-
rios Estados miembros, así como a los miembros de sus familias y a sus supérstites”.

Bajo la denominación de “personas” se observa que el Reglamento alude a todo un 
amplio conjunto de sujetos, sin distinción entre trabajadores por cuenta ajena y por 
cuenta propia, incluyendo a los apátridas y los refugiados. Por tanto, dado que la nor-
ma no limita expresamente su aplicación a los trabajadores por cuenta ajena, hemos 
de concluir –a sensu contrario– que se incluyen en su ámbito de aplicación y quedan 
sujetos a sus disposiciones los trabajadores autónomos.

Resuelta la anterior cuestión, el problema que se plantea a continuación es deter-
minar la aplicabilidad o no de los Reglamentos, en lo que se refiere a la prestación 
por cese de actividad de los socios trabajadores de la CTA. Y a ese respecto, el Regla-
mento (CE) 883/2004 enumera en su artículo 3.1 su ámbito de aplicación material, 
refiriéndose entre otras materias “a toda la legislación relativa a las ramas de Segu-
ridad Social relacionadas con las prestaciones de desempleo”, en los regímenes de 
Seguridad Social generales y especiales, contributivos y no contributivos. Siendo ello 
así, cabe recordar que la prestación por desempleo reviste dos modalidades en la 
legislación española sobre seguridad social: una modalidad contributiva, vinculada a 
la cotización, y una modalidad no contributiva, que es independiente (o no tiene en 
consideración) al tiempo cotizado. En su modalidad contributiva, ya pusimos de relie-
ve que la contingencia protegida consiste en la perdida involuntaria del trabajo por 
cuenta ajena y la prestación se encamina a suplir la falta de ingresos de ese trabajo. Y 
en su modalidad no contributiva, adopta la forma de subsidio por desempleo, que se 
concede atendiendo a la situación de vulnerabilidad económica de sus beneficiarios y 
es ajena –como se acaba de afirmar– a toda consideración sobre un periodo mínimo 
de cotización.
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Volviendo por lo tanto al artículo 3.1 del Reglamento 883/2004, y comoquiera que 
en el mismo no se menciona expresamente la prestación por cese de actividad, aun-
que si la prestación por desempleo (aludiendo literalmente el precepto a las que de-
nomina prestaciones por desempleo), en este punto el Tribunal de Justicia de la Unión 
Europea, en la sentencia relativa al caso Siegfried Otte97, considera a los efectos de 
resolver la cuestión, que se han de examinar los elementos constitutivos de la presta-
ción, “[…] sus finalidades y los requisitos para su concesión para determinar si puede 
establecerse una relación suficiente entre dicha prestación y uno de los riesgos enun-
ciados en dicha lista”. Y ello porque parte el Tribunal de la distinción entre prestaciones 
excluidas del ámbito de aplicación del Reglamento 883/2004, y aquellas prestaciones 
incluidas a partir de los elementos constitutivos de cada prestación, principalmente en 
su finalidad y en los requisitos para obtenerla, y no del hecho de que una prestación 
sea o no calificada como prestación de Seguridad Social por una legislación nacional.

De igual modo el Tribunal de Justicia de la Unión Europea, caso Knoch, determinó 
que, al margen de la relación propia de las diferentes legislaciones nacionales y sus 
aspectos puramente formales, habrán de considerarse equivalentes las prestacio-
nes de la seguridad social si resultaran idénticos su objeto y su finalidad, así como 
su base de cálculo y los requisitos para su concesión. Por ello determina el Tribunal 
que revisten la misma naturaleza “[…] aquellas prestaciones por desempleo destina-
das a sustituir el salario dejado de percibir por razón de la situación de desempleo 
con objeto de hacer frente a la manutención de una persona siempre y cuando las 
diferencias entre estas prestaciones, entre otras las relativas a la base de cálculo y a 
los requisitos de concesión, se deban a diferencias estructurales entre los regímenes 
nacionales”98.

A tenor de lo expuesto, se ha de defender la plena aplicabilidad de los Reglamen-
tos comunitarios de coordinación a las situaciones de cese de actividad, por concurrir 
en ellas las identidades a las que se aluden en esta última sentencia: naturaleza, fin, 
base de cálculo y requisitos de concesión. Y apoya esta afirmación lo previsto en el 
artículo 15.1.b) del Real Decreto 1541/2011 que prevé la suspensión del derecho a la 
prestación en los supuestos que concurran las siguientes circunstancias: de traslado 
de residencia al extranjero en los que el beneficiario declare que es para la búsqueda 
o la realización de trabajo, perfeccionamiento profesional, o cooperación internacio-
nal, por un periodo continuado inferior a doce meses, sin perjuicio de la aplicación 
de lo previsto sobre la exportación de las prestaciones en las normas de la Unión 
Europea, admitiendo la exportación de prestaciones diferentes de la prestación por 
desempleo, como es el caso de la prestación por cese de actividad. E incluso el artí-
culo 341 LGSS contempla de igual modo la extinción del derecho a la prestación por 
cese de actividad, en igual supuesto de traslado de residencia al extranjero, con aque-
llas excepciones que se determinen reglamentariamente.

97. STJUE de 11 de julio de 1996, asunto C-25/95, Siegfried Otte contra Bundesrepublik Deutschland, FD 23º.
98. STJUE de 8 de julio de 1992, asunto C102/91, Doris Knoch y Bundesanstalt für Arbeit, FD 45º.e-
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Precisamente, al respecto de las prestaciones por desempleo se ha pronuncia-
do recientemente el Tribunal Supremo99, confirmando en su sentencia respecto de 
una CTA –la cual había optado por el Régimen General de la Seguridad Social–, que 
un socio-trabajador de dicha cooperativa que se encontraba en situación legal de 
desempleo y había efectuado las correspondientes cotizaciones (no se había negado 
de contrario tal cotización) –incluidas las cuotas correspondientes a la contingencia 
de desempleo–, tenía derecho a la prestación por desempleo, pese a que la Entidad 
Gestora considerase que el trabajador no cumplía con el requisito del período de ca-
rencia, al entender dicha gestora que no podían computarse al efecto las cotizaciones 
realizadas por la cooperativa.

De manera que, si bien el Servicio Público de Empleo Estatal (SPEE) manifestó que 
“no cabe computar tales cuotas en razón a que todos los socios de la cooperativa se 
hallan ligados por parentesco hasta el segundo grado y conviven en el mismo domi-
cilio”, negando así la existencia de ajenidad en la relación de servicios del socio-tra-
bajador con la cooperativa, el Tribunal Supremo deja sentado que el ordenamiento 
jurídico español, además de incluir en la protección de desempleo a los socios-tra-
bajadores de CTA afiliados al Régimen general, “no lleva a cabo excepciones ni ma-
tizaciones en atención al porcentaje de sus participaciones, ni a circunstancias tales 
como su relación con el resto de los socios cooperativistas”100.

Por lo tanto, no cabe albergar dudas acerca de que la norma se refiere a las so-
ciedades de capital y no abarca a las cooperativas, pues en caso contrario resultaría 
incongruente con la posibilidad de que éstas tuvieran que optar por el Régimen Gene-
ral o el RETA, y además resultaría imposible cumplir con la regla que establece que la 
opción de la cooperativa se aplica a todos los socios, lo cual “impide que se diferencie 
a éstos en función del nivel de participación y de los vínculos de parentesco”. Piénsese 
–sigue diciendo el Tribunal Supremo– “en el supuesto en que en la cooperativa concu-
rran socios con ligámenes familiares entre sí con otros que carezcan de ellos”.

Para confirmar la conclusión que antecede, la sentencia invoca el texto de la disposi-
ción adicional 27ª bis LGSS/1994, que fue añadida por la Ley 44/2015, de 14 de octubre, 
de Sociedades Laborales y Participadas, donde se contempla a los socios trabajadores 
de sociedades laborales, los cuales, a diferencia de las CTA, deben quedar obligatoria-
mente incluidos, bien en el RETA, bien en el Régimen Especial de los Trabajadores del 
Mar (como trabajadores por cuenta propia), siempre que “su participación en el capital 
social junto con la de su cónyuge y parientes por consanguinidad, afinidad o adopción 
hasta el segundo grado con los que convivan alcance, al menos, el cincuenta por cien-
to, salvo que acrediten que el ejercicio del control efectivo de la sociedad requiere el 

99. STS 752/2020 (Sala de lo Social) de 10 de septiembre de 2020 (núm. rec. 1181/2018).
100. La incidencia de este último elemento, que no resulta aplicable a los socios-trabajadores de las cooperativas 

que hubieren optado por el Régimen General, es contemplada en la disposición 27ª bis de la LGSS/1994. Por su par-
te, la disposición adicional 27ª se refiere al campo de aplicación del Régimen Especial de la Seguridad Social de los 
trabajadores por cuenta propia o autónomos (RETA), en el que debe de integrarse quien preste servicios para una 
sociedad cuyo 50% del capital social esté distribuido “entre socios, con los que conviva, y a quienes se encuentre uni-
do por vínculo conyugal o de parentesco por consanguinidad, afinidad o adopción, hasta el segundo grado” (ap. 1. 1º).e-
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concurso de personas ajenas a las relaciones familiares”. Tal precisión normativa pone 
de manifiesto que, si el legislador hubiera querido incluir alguna excepción al respecto, 
lo hubiera hecho expresamente, y al no haber sido así, no cabe considerar excepción 
alguna para los socios-trabajadores de las cooperativas, pues con respecto a ellos en 
las disposiciones (adicionales) referenciadas no se recogen reglas especiales.

IV. CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES

A nivel de la Unión Europea se han promulgado distintas normas que pretenden esta-
blecer unos mínimos de seguridad social uniformes para todos los Estados miembros 
de la Unión.

La legislación actual atribuye una amplia facultad a las S. Coop. en cuanto a la elec-
ción del Régimen de Seguridad Social en el que han de quedar encuadradas. Esta fa-
cultad debe hacerse efectiva en los estatutos de la sociedad, sin que sea susceptible 
de variación posterior, salvo en los supuestos y con los requisitos reglamentariamen-
te establecidos. La Ley permite optar entre el RGSS, el RETA o Régimen Especial de la 
Seguridad Social de los Trabajadores del Mar (RETM), lo que genera notable confusión 
e incertidumbre en cuanto al régimen de Seguridad Social aplicable a la sociedad coo-
perativa, creando situaciones dispares entre ellas. Además, se ha de destacar que las 
CTA se pueden utilizar para encubrir un trabajo por cuenta propia, mediante la simple 
elección del RGSS en los estatutos.

Suscitada la cuestión de si los Reglamentos comunitarios en materia de coordina-
ción sobre Seguridad Social son aplicables a los socios-trabajadores de una CTA, en 
su condición de trabajadores autónomos respecto de las prestaciones por cese de 
actividad a las que tuvieran derecho, hemos de responder afirmativamente dada su 
equivalencia con las prestaciones por desempleo.

En mi opinión, en la actual situación pandémica –estabilizada– que aún no ha ter-
minado, se podría recurrir al fomento de la internalización de las CTA para la creación 
de sinergias con el apoyo de las tecnologías, lo que permitiría conjugar la coordina-
ción de la seguridad social y la recuperación de las economías de las empresas y, por 
ende, del Reino de España.

Bibliografía

Alonso Olea, M.: Apuntes sobre las leyes de extranjería del año 2000, Cívitas, Pamplona, 2001.
Alonso Olea, M.: Introducción al Derecho del Trabajo, Cívitas, Pamplona, 2002.
Alonso Olea, M. y Tortuero Plaza, J. L.: Instituciones de la Seguridad Social, Civitas, Madrid 1997.
Alonso-Olea García, B.: Derecho de los servicios públicos sociales, Cívitas, Pamplona, 2012.
Alonso-Olea García, B.: “El derecho a la Seguridad Social y a los servicios sociales del extranjero. A 

propósito del artículo 14 de la LO 4/2000, de 11 de enero”, Revista Española de Derecho del Tra-
bajo, núm. 110, 2002.

Blasco Lahoz, J. F.; López Gandía, J. y Mompaler Carrasco, M. A.: Regímenes especiales de la Seguridad 
Social, Tiran lo Blanch, Valencia, 2007.

e-
R

ev
is

ta
 In

te
rn

ac
io

na
l d

e 
la

 P
ro

te
cc

ió
n 

So
ci

al
 ▶

 2
02

1
Vo

l. 
V

I ▶
N

º 2
 ▶

 p
p.

 1
26

 - 
15

4
IS

SN
 24

45
-3

26
9 ▶

 ht
tp

s:/
/d

x.
do

i.o
rg

/1
0.

12
79

5/
e-

R
IP

S.
20

21
.i0

2.
07Tr

ab
aj

ad
or

es
 de

 pa
íse

s m
iem

br
os

 de
 la

 U
E e

n E
sp

añ
a y

 su
 ré

gi
m

en
 de

 Se
gu

rid
ad

 So
cia

l. E
sp

ec
ia

l co
ns

id
er

ac
ió

n d
e la

s c
oo

pe
ra

tiv
as

Is
ab

el
 D

ól
er

a 
Se

vi
lla

153



Cavas Martínez, F.: “La protección por cese de actividad de los trabajadores autónomos”, Revista 
Doctrinal Aranzadi, vol. 3, núm. 15, 2010.

Cervilla Garzón, M. J.: La protección por cese de actividad para los autónomos independientes: cese pro-
tegido, ámbito subjetivo y dinámica de la prestación, Bomarzo, Albacete, 2013.

García de Cortázar y Nebreda, C.: “El campo de aplicación del Reglamento 883/2004”. Revista del 
Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, núm. 64, 2006.

Gutiérrez Espada, C. y Cervell Hortal, M. J.: Introducción al sistema jurídico internacional y de la unión 
europea, Diego Marín, Murcia, 2014.

Ojeda Avilés, A.: “La convergencia europea en materia de Seguridad Social: los problemas de un 
Código internacional de prestaciones mínimas”, Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, 
núm. 84, 2009.

Pérez Pérez, M.: “Convenios Bilaterales sobre Seguridad Social Ratificados por España”, Relaciones 
Laborales, núm. 85, 1990.

Pumar Beltrán, N.: La igualdad ante la Ley en el ámbito de la Seguridad Social, Aranzadi-Thomson 
Reuters, 2001.

Sánchez Bárcena, G.: “Cooperativas de impulso empresarial: el caso concreto de Smart Ibérica de 
impulso empresarial S. Coop. And.”, en Fajardo García, G. (coord.): Empresas gestionadas por sus 
trabajadores. Problemática jurídica y social, CIRIEC-España, Centro Internacional de Investigación 
e Información sobre la Economía Pública, Social y Cooperativa, Valencia, 2015.

Sánchez-Rodas Navarro, C.: La residencia en España desde el prisma del Derecho del Trabajo y de la 
Seguridad Social, Thomson-Reuters Aranzadi. Cizur Menor, Navarra, 2014.

Sánchez-Rodas Navarro, C.: Sostenibilidad y protección social la tensión entre la unión económica y 
monetaria y el pilar europeo de derechos sociales, Tirant lo Blanch, Valencia, 2018.

Suárez Corujo, B.: “Novedades en materia de Seguridad Social en el Estatuto del Trabajo Autóno-
mo”, Temas Laborales, núm. 94, 2008.

Tárraga Poveda, J.: “La protección social del trabajador autónomo”; en Luján Alcaraz, J. (dir.): El Esta-
tuto del Trabajo Autónomo. Análisis de la Ley 20/2007, de 11 de julio, Laborum, Murcia, 2007.

Tortuero Plaza, J. L.: “Técnicas de Aplicación de los Convenios Bilaterales de Seguridad Social sus-
critos por España con los países de la Comunidad Económica Europea” en: AA.VV.: Lecciones de 
Derecho del Trabajo en Homenaje a los Profesores Bayón Chacón y Del Peso y Calvo, Universidad 
Complutense, Madrid, 1980.

Trillo García, A. R.: Compromiso de actividad, búsqueda de empleo en la Unión Europea y protec-
ción por desempleo” en Ramírez Bendala, M. D. (dir.): Buenas prácticas jurídico-procesales para 
reducir el gasto social (III), Laborum, Murcia. 2015.

Van Raepenbusch, S.: La seguridad social de los trabajadores migrantes en el Derecho Europeo, Minis-
terio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1992.

e-
R

ev
is

ta
 In

te
rn

ac
io

na
l d

e 
la

 P
ro

te
cc

ió
n 

So
ci

al
 ▶

 2
02

1
Vo

l. 
V

I ▶
N

º 2
 ▶

 p
p.

 1
26

 - 
15

4
IS

SN
 24

45
-3

26
9 ▶

 ht
tp

s:/
/d

x.
do

i.o
rg

/1
0.

12
79

5/
e-

R
IP

S.
20

21
.i0

2.
07Tr

ab
aj

ad
or

es
 de

 pa
íse

s m
iem

br
os

 de
 la

 U
E e

n E
sp

añ
a y

 su
 ré

gi
m

en
 de

 Se
gu

rid
ad

 So
cia

l. E
sp

ec
ia

l co
ns

id
er

ac
ió

n d
e la

s c
oo

pe
ra

tiv
as

Is
ab

el
 D

ól
er

a 
Se

vi
lla

154

http://AA.VV

